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SE CONFIGURA EL DELITO DE DESAPARICIÓN FORZADA 

DE PERSONAS AUNQUE EL PRIMER ACTO DE EJECUCIÓN 

HAYA TENIDO LUGAR ANTES DE LA TIPIFICACIÓN DE 

DICHA CONDUCTA 

Sinopsis: El 12 de agosto de 2009, la Corte Interamericana de Derechos Humanos dictó una 

sentencia en el caso Heliodoro Portugal vs. Panamá, mediante la cual, entre otras 

cuestiones, se pronunció sobre la desaparición forzada del señor Heliodoro Portugal desde 

el 14 de mayo de 1970, fecha en que fue detenido por agentes estatales durante la 

dictadura militar en Panamá. El destino y paradero del señor Portugal se determinó luego 

de que se realizaron exámenes genéticos a unos restos encontrados en septiembre de 1999 

en el cuartel “Los Pumas” en Tocumen, Panamá, cuyos resultados fueron hechos públicos y 

comunicados a la familia en agosto de 2000. Entre otros asuntos, la Corte Interamericana 

debía determinar si se había configurado la desaparición forzada del señor Heliodoro 

Portugal, no obstante que el primer acto de ejecución de dicha conducta, es decir, su 

detención el 14 de mayo de 1970, había tenido lugar con anterioridad a la entrada en vigor 

para Panamá tanto de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, el 5 de agosto 

de 1978, de la Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada de Personas, el 28 

de febrero de 1996, así como al reconocimiento de la competencia contenciosa de dicha 

Corte formulado por Panamá el 9 de mayo de 1990. 

La Corte Interamericana destacó que la desaparición forzada consistía en una afectación de 

diferentes bienes jurídicos que continuaba por la propia voluntad de los presuntos 

perpetradores, quienes al negarse a ofrecer información sobre el paradero de la víctima 

mantenían la violación en el tiempo. Por ello, indicó que al analizar la desaparición forzada 

se debía tener en cuenta que la privación de la libertad del individuo sólo debía ser 

entendida como el inicio de la configuración de una violación compleja que se prolongaba 

en el tiempo hasta que se conociera la suerte y el paradero de la víctima. En tal sentido, el 

tribunal interamericano indicó que era necesario considerar integralmente la desaparición 

forzada en forma autónoma y con carácter continuo o permanente, con sus múltiples 
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elementos complejamente interconectados, dado que el análisis de una posible 

desaparición forzada no debía enfocarse de manera aislada, dividida y fragmentalizada sólo 

en la detención, como lo alegaba Panamá, entre otras conductas, sino que el enfoque debía 

ser en el conjunto de los hechos que se presentaban en consideración ante la Corte 

Interamericana. 

Asimismo, el tribunal interamericano señaló que de otros instrumentos internacionales, 

como la Convención Internacional para la Protección de Todas las Personas contra las 

Desapariciones Forzadas de Personas, se desprendían los elementos concurrentes y 

constitutivos de la desaparición forzada, es decir, la privación de libertad; la intervención de 

agentes estatales, al menos indirectamente por asentimiento, y la negativa a reconocer la 

detención y a revelar la suerte o el paradero de la víctima. Al respecto, destacó que varias 

altas cortes de los Estados americanos también coincidían en dicha conceptualización. Para 

ello, se refirió a las sentencias proferidas por el Tribunal Supremo de Justicia de la 

República Bolivariana de Venezuela en el caso Marco Antonio Monasterios Pérez, el 10 de 

agosto de 2007; por la Suprema Corte de Justicia de la Nación de México en el caso Jesús 

Piedra Ibarra, el 5 de noviembre de 2003; por la Sala Penal de la Corte Suprema de Chile en 

el caso Caravana, el 20 de julio de 1999; por el Pleno de la Corte Suprema de Justicia de 

Chile en el caso relativo al desafuero de Augusto Pinochet, el 8 de agosto del 2000; por la 

Corte de Apelaciones de Santiago de Chile en el caso Sandoval, el 4 de enero de 2004; por la 

Cámara Federal de Apelaciones de lo Criminal y Correccional de Argentina en el caso Vitela 

y otros, el 9 de septiembre de 1999; por el Tribunal Constitucional de Bolivia en el caso José 

Carlos Trujillo, el 12 de noviembre del 2001; por el Tribunal Constitucional de Perú en el 

caso Castillo Páez, el 18 de marzo de 2004; por la Corte Suprema de Uruguay en los casos 

Juan Carlos Blanco y Gavasso y otros, el 18 de octubre de 2002 y de 17 de abril de 2002, 

respectivamente; y por la Sala Penal Nacional del Perú en el caso Castillo Páez, el 20 de 

marzo de 2006. Estas decisiones se refieren, respectivamente, al carácter pluriofensivo y 

permanente de la desaparición forzada de personas, a su imprescriptibilidad mientras no 

se determine el destino o paradero de la víctima, y a su gravedad por constituir un crimen 

de lesa humanidad. 

Por todo lo anterior, entre otras consideraciones, dado que si bien la desaparición forzada 

del señor Portugal había tenido lugar a partir del 14 de mayo de 1970, tomando en cuenta 

que su paradero y destino se determinaron cuando se identificaron sus restos hasta agosto 

del año 2000, es decir, con posterioridad al 9 de mayo de 1990, la Corte Interamericana 

estableció que a partir de esta fecha Panamá era responsable por la desaparición forzada 

del señor Heliodoro Portugal y, por tanto, era responsable por la violación del derecho a la 

libertad personal reconocido en el artículo 7 de la Convención Americana sobre Derechos 
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Humanos, relativo al derecho a la libertad personal, con relación al artículo 1.1 de dicho 

instrumento, entre otras disposiciones.    

THE CRIME OF FORCED DISAPPEARANCE OF PERSONS IS 

SET EVEN IF THE FIRST ACT OF EXECUTION TOOK PLACE 

BEFORE THE LEGAL DEFINITION OF SAID CONDUCT WAS 

ESTABLISHED 

Synopsis: On August 12, 2009 the Inter-American Court of Human Rights issued a 

ruling in the case of Heliodoro Portugal v. Panama, whereby, among other, it 

adjudged on the forced disappearance of Mr. Heliodoro Portugal since May 14, 

1970, date on which he was detained by state agents during the military 

dictatorship in Panama. The fate and whereabouts of Mr. Portugal were 

determined after genetic tests were performed on remains found in September 

1999 at the “Los Pumas” military barracks in Tocumen, Panama, the results of 

which were made public and communicated to the family in August 2000. Among 

other matters, the Inter-American Court had to determine whether the forced 

disappearance of Mr. Heliodoro Portugal was set, even if the first act of the 

execution of said behavior, meaning his detention on May 14, 1970, had taken 

place prior to the entrance into effect for Panama of the American Convention on 

Human Rights, on August 5, 1978, and the Inter-American Convention on the 

Forced Disappearance of Persons, on February 28, 1996, as well as the acceptance 

of the obligatory jurisdiction of said court by Panama on May 9, 1990. 

The Inter-American Court noted that forced disappearance entails the violation of 

various legal rights which continue by will of the perpetrators who, by refusing to 

provide information on the whereabouts of the victim, maintain the violation over 

time. Therefore, it indicated that when analyzing forced disappearance it is 

important to take into account that the deprivation of liberty of the individual must 

only be understood as the beginning of the configuration of a complex violation 

that extends over time until the fate and whereabouts of the victim are determined. 

In this regard, the Inter-American Court indicated that it was necessary to consider 

forced disappearance as a whole, autonomously, and of a continuous or 

permanent character, with multiple elements that are complex and interrelated, 

given that the analysis of a possible forced disappearance should not focus in an 

isolated, divided or fragmented manner on the detention, as claimed by Panama, 
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among other behaviors; rather, it should focus on the group of facts brought before 

the Inter-American Court for its consideration. 

In addition, the Inter-American Court indicated that other international 

instruments, such as the International Convention for the Protection of all Persons 

from Forced Disappearance, refer to coexisting and constituent elements of forced 

disappearance, namely: the deprivation of liberty; intervention of state agents, at 

least indirectly by their concurrence; and refusal to acknowledge the detention and 

reveal the fate or whereabouts of the victim. In this regard, it noted that several 

high courts of the American States also agreed with this definition. It referred to 

the judgments issued by the Supreme Court of Justice of the Bolivarian Republic of 

Venezuela in the case of Marco Antonio Monasterios Pérez, on August10, 2007; the 

Supreme Court of Justice of Mexico in the case of Jesús Piedra Ibarra, on November 

5, 2003; the Criminal Chamber of the Supreme Court of Chile in the case of 

Caravana, on July 20, 1999; the Full Court of the Supreme Court of Justice of Chile in 

the case regarding the withdrawal of immunity of Augusto Pinochet, on August 8, 

2000;by the Court of Appeals of Santiago de Chile in the case of Sandoval, on 

January 4, 2004; the Federal Chamber of Appeals of Criminal and Correctional 

Matters of Argentina in the case of Vitela et al., on September 9, 1999; by the 

Constitutional Court of Bolivia in the case of José Carlos Trujillo, on November 12, 

2001; by the Constitutional Court of Peru in the case of Castillo Páez, on March 18, 

2004; by the Supreme Court of Uruguay in the cases Juan Carlos Blanco and 

Gavasso et al., on October 18, 2002 and April 17, 2002, respectively; and the 

National Criminal Chamber of Peru in the case of Castillo Páez, on March 20, 2006. 

These decisions refer to, respectively, the multiple offenses and permanent 

character of the forced disappearance of persons, its non-extinguishment until the 

fate or whereabouts of the victim are determined, and its gravity as it constitutes a 

crime against humanity. 

Based on the foregoing, among other considerations, although the forced 

disappearance of Mr. Portugal occurred on May 14, 1970, considering that his fate 

and whereabouts were determined when his remains were identified until August 

of 2000, meaning subsequent to May 9, 1990, the Inter-American Court determined 

that based on this date Panama was responsible for the forced disappearance of 

Mr. Heliodoro Portugal and, therefore, was responsible for the violation of the right 
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to personal liberty recognized in Article 7 of the American Convention on Human 

Rights, in relation to Article 1.1 therein, among other provisions. 

CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS 

CASO HELIODORO PORTUGAL VS. PANAMÁ 

SENTENCIA DE 12 DE AGOSTO DE 2008 

En el Caso Heliodoro Portugal, la Corte Interamericana de Derechos Humanos (en 

adelante “la Corte”, “la Corte Interamericana” o “el Tribunal”), integrada por los 

siguientes jueces1: 

Diego García Sayán, Presidente; 

Sergio García Ramírez, Juez; 

Manuel E. Ventura Robles, Juez; 

Leonardo A. Franco, Juez; 

Margarette May Macaulay, Jueza, y 

Rhadys Abreu Blondet, Jueza; 

... 

de conformidad con los artículos 62.3 y 63.1 de la Convención Americana sobre 

Derechos Humanos (en adelante “la Convención” o “la Convención Americana”) y con los 

artículos 29, 31, 37, 56 y 58 del Reglamento de la Corte (en adelante “el Reglamento”), 

dicta la presente Sentencia. 

I 

INTRODUCCIÓN DE LA CAUSA Y OBJETO DE LA CONTROVERSIA 

1. El 23 de enero de 2007 la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (en 

adelante “la Comisión” o “la Comisión Interamericana”) presentó ante la Corte, de 

conformidad con lo dispuesto en los artículos 50 y 61 de la Convención Americana, 

una demanda en contra de la República de Panamá (en adelante “el Estado” o 

“Panamá”). Dicha demanda se originó en la denuncia No. 12.408 remitida a la 

Secretaría de la Comisión el 2 de junio de 2001 por el Centro por la Justicia y el 

Derecho Internacional (en adelante “CEJIL”, por sus siglas en inglés) y la señora Patria 

                                                 
1 ... 
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Portugal. El 24 de octubre de 2002 la Comisión aprobó el informe de admisibilidad No. 

72/02 y el 27 de octubre de 2005 aprobó el informe de fondo No. 103/05, en los 

términos del artículo 50 de la Convención 2 , el cual contiene determinadas 

recomendaciones para el Estado. El 22 de enero de 2007 la Comisión, “[t]ras 

considerar los informes estatales sobre implementación de las recomendaciones 

contenidas en el informe de fondo, y la falta de avances sustantivos en el efectivo 

cumplimiento de las mismas”, decidió someter el caso a la Corte. La Comisión designó 

como delegados a Paolo Carozza, Comisionado, y a Santiago A. Canton, Secretario 

Ejecutivo, y como asesores legales a Ariel E. Dulitzky, Elizabeth Abi-Mershed, Juan 

Pablo Albán A. y Christina M. Cerna.   

2. La demanda somete a la jurisdicción de la Corte las presuntas violaciones cometidas 

por el Estado por la supuesta desaparición forzada y ejecución extrajudicial del señor 

Heliodoro Portugal, la supuesta falta de investigación y sanción de los responsables de 

tal hecho y la supuesta falta de reparación adecuada en favor de sus familiares. Según 

la demanda de la Comisión, el 14 de mayo de 1970 Heliodoro Portugal se encontraba 

en un café conocido como “Coca-Cola”, ubicado en la ciudad de Panamá, donde fue 

abordado por un grupo de individuos vestidos de civil, quienes lo obligaron a subir a 

un vehículo que luego partió con rumbo desconocido. La Comisión alegó que agentes 

del Estado participaron en dichos hechos, los cuales ocurrieron en una época en la 

que Panamá se encontraba gobernada por un régimen militar. La Comisión señaló 

que “[d]urante la dictadura militar no era posible acudir a las autoridades internas con 

el propósito de presentar denuncias por violaciones a los derechos humanos o 

averiguar el paradero de una persona”, por lo que la hija de la presunta víctima no 

denunció la desaparición sino hasta mayo de 1990, luego de que se restaurara la 

democracia en el país. En septiembre de 1999, en el cuartel conocido como “Los 

Pumas” en Tocumen, el Ministerio Público encontró unos restos que se presumía 

pertenecían a un sacerdote católico, pero luego de ser sometidos a exámenes de 

identificación genética gracias a aportaciones privadas, fueron identificados como 

pertenecientes a la presunta víctima. Los resultados de los exámenes genéticos fueron 

comunicados a la familia y se conocieron públicamente en agosto de 2000. El proceso 

penal correspondiente continúa abierto sin que se haya condenado a los responsables.   

                                                 
2 ... 
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3. La Comisión solicitó a la Corte que declare la responsabilidad internacional del Estado 

por la violación de los artículos 4 (Derecho a la Vida), 5 (Derecho a la Integridad 

Personal) y 7 (Derecho a la Libertad Personal) de la Convención Americana, en 

relación con el artículo 1.1 de la misma, en perjuicio del señor Heliodoro Portugal, así 

como por la violación de los artículos 5 (Derecho a la Integridad Personal), 8.1 

(Garantías Judiciales) y 25 (Protección Judicial) de la Convención Americana, en 

perjuicio de la señora Graciela De León (compañera permanente de la presunta 

víctima) y de Patria y Franklin Portugal (hijos de la presunta víctima). Además, la 

Comisión solicitó que la Corte declarara la responsabilidad internacional del Estado 

por el incumplimiento de la obligación de tipificar como delito la desaparición forzada, 

establecida en el artículo III de la Convención Interamericana sobre Desaparición 

Forzada de Personas; el incumplimiento de las obligaciones de investigar y sancionar 

la tortura, establecidas en los artículos 1, 6 y 8 de la Convención Interamericana para 

Prevenir y Sancionar la Tortura, y por la falta de una reparación adecuada por las 

violaciones a los derechos ya alegados. Asimismo, la Comisión solicitó a la Corte que 

ordenara al Estado la adopción de varias medidas de reparación pecuniaria y no 

pecuniaria. 

4. El 27 de abril de 2007 los representantes de la presunta víctima y sus familiares (en 

adelante “los representantes”), a saber, Viviana Krsticevic, Soraya Long, Gisela De León 

y Marcela Martino, de CEJIL, presentaron su escrito de solicitudes, argumentos y 

pruebas (en adelante “escrito de solicitudes y argumentos”), en los términos del 

artículo 23 del Reglamento. Los representantes solicitaron a la Corte que declarara 

que el Estado había cometido las mismas violaciones de derechos alegadas por la 

Comisión, y adicionalmente alegaron que el Estado había incurrido en una violación 

del artículo 13 (Libertad de Pensamiento y de Expresión) de la Convención en perjuicio 

de la presunta víctima y sus familiares, a éstos últimos por “no proveerles la 

información necesaria para determinar lo que ocurrió”; del artículo 5 (Derecho a la 

Integridad Personal) de la Convención, en perjuicio de los nietos de la presunta 

víctima, Román y Patria Kriss, así como de la obligación de tipificar como delito la 

tortura, derivada de los artículos 1, 6 y 8 de la Convención Interamericana para 

Prevenir y Sancionar la Tortura y de los artículos 2 (Deber de Adoptar Disposiciones de 

Derecho Interno), 4 (Derecho a la Vida), 7 (Derecho a la Libertad Personal), 8 

(Garantías Judiciales) y 25 (Protección Judicial) de la Convención Americana, todos en 
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conexión con el artículo 1.1 de la misma. Asimismo, solicitaron la adopción de 

determinadas medidas de reparación y el reembolso de las costas y gastos incurridos 

en el procesamiento del caso a nivel interno y a nivel internacional.   

5. El 26 de junio de 2007 el Estado presentó el escrito de excepciones preliminares, 

contestación de la demanda y observaciones al escrito de solicitudes y argumentos 

(en adelante “contestación de la demanda”). El Estado presentó tres excepciones 

preliminares, mediante las cuales cuestionó la admisibilidad de la demanda debido a 

la supuesta falta de agotamiento de los recursos internos, y alegó que la Corte no 

tiene competencia ratione temporis ni ratione materiae sobre el presente caso. 

Particularmente, el Estado argumentó que los familiares no han formulado acusación 

particular o querella para intervenir directamente en el proceso penal, por lo que no 

se han agotado los recursos internos; que no ha existido un retardo injustificado en el 

procedimiento judicial interno por los hechos denunciados; que la Corte no tiene 

competencia sobre la supuesta violación de los artículos 4, 5, 7 y 13 de la Convención 

ya que la muerte, supuestos malos tratos, detención y supuesta violación a la libertad 

de expresión de Heliodoro Portugal se produjo durante o antes de junio de 1971, 19 

años antes de que el Estado reconociera como obligatoria la competencia de la Corte 

y 7 años antes de que Panamá ratificara la Convención; que la falta de competencia 

sobre el hecho principal se extiende a los hechos accesorios tales como la alegada 

afectación de la integridad personal y libertad de expresión de los familiares del señor 

Portugal; que la obligación de tipificar como delitos la desaparición forzada de 

personas y la tortura surgió con posterioridad a los hechos del presente caso y no se 

puede interpretar dicha obligación retroactivamente, y que la obligación estatal de 

tipificar como delito la desaparición forzada de personas no es exigible dentro de una 

causa contenciosa. Finalmente, el Estado alegó la inadmisibilidad de la pretensión de 

indemnización por la supuesta pérdida de derechos posesorios sobre un terreno de la 

familia de Heliodoro Portugal, ya que no se agotaron los recursos internos al respecto. 

II 

PROCEDIMIENTO ANTE LA CORTE 

...    

III 

EXCEPCIONES PRELIMINARES 
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10. Al momento de presentar su contestación de la demanda, el Estado opuso tres 

excepciones preliminares, a saber: a) “inadmisibilidad de la demanda por falta de 

agotamiento de la jurisdicción interna”; b) falta de competencia de la Corte ratione 

temporis, y c) falta de competencia de la Corte ratione materiae. El Tribunal analizará 

estas tres excepciones preliminares en el mismo orden en que fueron interpuestas. 

A) Falta de agotamiento de los recursos internos 

... 

B) Falta de competencia de la Corte ratione temporis 

21. El Estado también planteó como excepción preliminar que la Corte carece de 

competencia ratione temporis para conocer acerca de los siguientes cuatro grupos de 

alegadas violaciones a: (1) los derechos a la vida, integridad personal, libertad 

personal y libertad de pensamiento y expresión reconocidos en los artículos 4, 5, 7 y 

13 de la Convención Americana, respectivamente, en perjuicio del señor Heliodoro 

Portugal; (2) el derecho a la integridad personal, conforme al artículo 5 de la 

Convención Americana, en perjuicio de los familiares del señor Heliodoro Portugal; (3) 

la obligación de tipificar como delitos la desaparición forzada y la tortura conforme al 

artículo III de la Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada de Personas 

(en adelante “Convención sobre Desaparición Forzada” o “CIDFP”) y a los artículos 1, 6 

y 8 de la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura (en adelante 

“Convención contra la Tortura” o “CIPST”), y (4) la obligación de investigar y sancionar 

la tortura, de conformidad con los artículos 1, 6 y 8 de la Convención contra la Tortura, 

todo lo anterior en relación con el artículo 1.1 de la Convención Americana.   

22. El Tribunal procederá a analizar estos cuatro argumentos, junto con las alegaciones 

que presentaron la Comisión y los representantes, en el mismo orden anteriormente 

señalado. Sin embargo, antes de resolver respecto de estos cuatro argumentos 

específicos, la Corte considera pertinente reiterar algunas consideraciones generales 

aplicables al ejercicio de su competencia. 

23. La Corte, como todo órgano con funciones jurisdiccionales, tiene el poder inherente a 

sus atribuciones de determinar el alcance de su propia competencia. Los 

instrumentos de reconocimiento de la cláusula facultativa de la jurisdicción 

obligatoria (artículo 62.1 de la Convención) presuponen la admisión, por los Estados 

que la presentan, del derecho de la Corte a resolver cualquier controversia relativa a 
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su jurisdicción3. Para determinar el alcance de su propia competencia (compétence de 

la compétence), debe tomar en cuenta exclusivamente el principio de irretroactividad 

de los tratados establecido en el derecho internacional general y recogido en el 

artículo 28 de la Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados de 19694, el 

cual establece que:   

[l]as disposiciones de un tratado no obligarán a una parte respecto de ningún acto 

o hecho que haya tenido lugar con anterioridad a la fecha de entrada en vigor del 

tratado para esa parte ni de ninguna situación que en esa fecha haya dejado de 

existir, salvo que una intención diferente se desprenda del tratado o conste de otro 

modo. 

24. Consecuentemente, la Corte no puede ejercer su competencia contenciosa para 

aplicar la Convención y declarar una violación a sus normas cuando los hechos 

alegados o la conducta del Estado demandado que pudiera implicar responsabilidad 

internacional son anteriores al reconocimiento de dicha competencia5. A contrario 

sensu, el Tribunal es competente para pronunciarse sobre aquellos hechos violatorios 

que ocurrieron con posterioridad a la fecha en que el Estado reconoció la 

competencia de la Corte o que a tal fecha no hayan dejado de existir.   

25. Sobre este último punto, el Tribunal ha considerado en múltiples ocasiones que 

puede ejercer su competencia ratione temporis para examinar, sin infringir el 

principio de irretroactividad, aquellos hechos que constituyen violaciones de carácter 

continuo o permanente, es decir, aquellas que tuvieron lugar antes de la fecha de 

                                                 
3 Cfr. Caso Ivcher Bronstein Vs. Perú. Competencia. Sentencia de 24 de septiembre de 1999. Serie C No. 54, 

párr. 34; Caso García Prieto y otros Vs. El Salvador. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. 

Sentencia de 20 de noviembre de 2007. Serie C No. 168, párr. 38, y Caso Almonacid Arellano y otros Vs. Chile. 

Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 26 de septiembre de 2006. Serie C No. 

154, párr. 45. 

4
 Cfr. Caso Cantos Vs. Argentina. Excepciones Preliminares. Sentencia de 7 de septiembre de 2001. Serie C 

No. 85, párrs. 35 a 37; Caso García Prieto y otros, supra nota 10, párr. 38, y Caso Nogueira de Carvalho y 

otros Vs. Brasil. Excepciones Preliminares y Fondo. Sentencia de 28 de Noviembre de 2006. Serie C No. 161, 

párr. 43. 

5 Cfr. Caso Cantos, ..., párr. 36; Caso Nogueira de Carvalho y otros, ..., párr. 44, y Caso de las Niñas Yean y 

Bosico Vs. República Dominicana. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 8 de 

septiembre de 2005. Serie C No. 130, párr. 105. 
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reconocimiento de la competencia de la Corte y persisten aún después de esa fecha6. 

26. Para efectos del ejercicio de la competencia ratione temporis de este Tribunal 

respecto de casos en los cuales el Estado de Panamá sea el demandado, la Corte 

observa que el 9 de mayo de 1990 Panamá reconoció “como obligatoria de pleno 

derecho la competencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos sobre 

todos los casos relativos a la interpretación o aplicación de la Convención Americana 

sobre Derechos Humanos”, sin incluir limitación temporal alguna para el ejercicio de 

su competencia respecto de casos ocurridos después de la fecha de dicho 

reconocimiento.   

27. Por tanto, el Tribunal concluye que tiene competencia para pronunciarse respecto de 

los supuestos hechos que sustentan las violaciones alegadas que tuvieron lugar con 

posterioridad al 9 de mayo de 1990, fecha en que Panamá reconoció la competencia 

contenciosa de la Corte, así como respecto de los hechos violatorios que, habiéndose 

iniciado con anterioridad a dicha fecha, hubiesen continuado o permanecido con 

posterioridad a ésta… 

1. Competencia ratione temporis respecto de las alegadas violaciones de los artículos  

4, 5, 7 y 13 de la Convención Americana, en relación con el artículo  

1.1 de la misma, en perjuicio de Heliodoro Portugal 

28. En relación con el primer grupo de alegadas violaciones, el Estado sustentó esta 

excepción en que la muerte, supuestos malos tratos y detención de Heliodoro 

Portugal se produjeron y consumaron al menos en junio de 1971, “19 años antes de 

que el Estado panameño reconociera como obligatoria la competencia de la Corte” el 

9 de mayo de 1990 y “7 años antes de que […] Panamá ratificara la Convención 

Americana” en 1978. Por lo tanto, según el Estado, tales hechos quedarían fuera de la 

competencia temporal del Tribunal, así como las alegadas violaciones a los derechos a 

la vida, integridad y libertad personal. Asimismo, el Estado sostuvo que, dado que una 

persona solamente puede expresarse en vida y que Heliodoro Portugal falleció en 

junio de 1971, el Tribunal tampoco tendría competencia temporal para pronunciarse 

sobre la presunta violación de su derecho a la libertad de expresión, ya que la 

                                                 
6 Cfr. Caso de las Hermanas Serrano Cruz, ...9, párr. 65; Caso Nogueira de Carvalho y otros, ..., párr. 45, y 

Caso Vargas Areco Vs. Paraguay. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 26 de septiembre de 2006. 

Serie C No. 155, párr. 63. 
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aplicación retroactiva de la Convención no está permitida.   

29. La Comisión y los representantes sostuvieron que no existe certeza del momento de 

la muerte de Heliodoro Portugal, por lo que no se puede afirmar que este hecho 

queda fuera de la competencia temporal del Tribunal. Asimismo, señalaron que, si 

bien el señor Heliodoro Portugal fue detenido el 14 de mayo de 1970, no se supo de 

su paradero hasta agosto del año 2000, fecha en que “se identific[aron] genéticamente 

sus restos encontrados el 22 de septiembre de 1999, es decir más [de] diez años 

después de que Panamá se sometió a la jurisdicción contenciosa de la Corte”. Lo 

anterior, según la Comisión y los representantes, debe entenderse dentro de la figura 

jurídica de la desaparición forzada de personas, la cual constituye una violación 

continua y pluriofensiva. Además, señalaron que la Corte es competente para conocer 

de la alegada falta de investigación de los hechos, a la cual se dio inicio luego de que 

el Estado reconociera la competencia del Tribunal. Por último, los representantes 

señalaron que Heliodoro Portugal realizaba actividades políticas y que, al haber sido 

desaparecido, se violó su derecho a la libertad de expresión, y que el Tribunal tiene 

competencia al respecto ya que dicha supuesta violación “se mantuvo de manera 

continu[a] durante todo el tiempo que […] estuvo desaparecido”.   

30. Conforme a lo anterior, corresponde al Tribunal resolver acerca del ejercicio de su 

competencia ratione temporis en relación con la supuesta ejecución extrajudicial y 

desaparición forzada del señor Heliodoro Portugal, quien fuera presuntamente 

detenido el 14 de mayo de 1970, es decir, 20 años antes de que el Estado reconociera 

la competencia del Tribunal en 1990, y cuyo paradero se desconocía hasta que sus 

restos fueron identificados en agosto de 2000.   

a) Competencia ratione temporis sobre la presunta ejecución extrajudicial 

... 

b) Competencia ratione temporis sobre la presunta desaparición forzada 

33. Por otro lado, en el presente caso la Comisión y los representantes también alegaron 

que el señor Portugal estuvo desaparecido forzadamente y que, no obstante el 

hallazgo e identificación de sus restos en el año 2000, el Tribunal es competente para 

conocer de dicha presunta violación en razón de su carácter continuo o permanente. 

Por tanto, corresponde al Tribunal analizar si es competente para pronunciarse sobre 

la presunta desaparición forzada del señor Portugal.   
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34. Al respecto, el Tribunal considera que, a diferencia de las ejecuciones extrajudiciales, 

la desaparición forzada de personas se caracteriza por ser una violación de carácter 

continuo o permanente. Lo anterior permite que la Corte pueda pronunciarse sobre 

una presunta desaparición forzada, aún si ésta se inicia con anterioridad a la fecha en 

que el Estado reconoce la competencia de la Corte, siempre y cuando dicha violación 

permanezca o continúe con posterioridad a dicha fecha (supra párr. 25). En dicho 

supuesto, el Tribunal sería competente para pronunciarse sobre la desaparición 

forzada hasta tanto dicha violación hubiera continuado. En este sentido, la Corte 

observa que el artículo III de la Convención sobre Desaparición Forzada establece que 

una desaparición forzada “será considerad[a] como continuad[a] o permanente mientras 

no se establezca el destino o paradero de la víctima”. De igual manera, la Corte ha 

señalado anteriormente que “mientras no sea determinado el paradero de […] 

personas [desaparecidas], o debidamente localizados e identificados sus restos, el 

tratamiento jurídico adecuado para [tal] situación […] es [el] de desaparición forzada 

de personas”7. 

35. En el presente caso, el paradero y destino del señor Portugal se supo cuando se 

identificaron sus restos en agosto del año 2000. Por tanto, su presunta desaparición 

hubiera iniciado con su detención el 14 de mayo de 1970 y habría permanecido o 

continuado hasta el año 2000, es decir, con posterioridad al 9 de mayo de 1990, fecha 

en que Panamá reconoció la competencia de la Corte. Consecuentemente, el Tribunal 

es competente para pronunciarse sobre la presunta desaparición forzada del señor 

Heliodoro Portugal, ya que ésta continuó con posterioridad al 9 de mayo de 1990 y 

hasta agosto del año 2000. 

36. Consecuentemente, resulta relevante y necesario identificar los hechos sobre los 

cuales el Tribunal podría pronunciarse, en razón de los alegatos de derecho 

presentados por los representantes y la Comisión. Primeramente, el Tribunal señaló 

en el presente caso que no es competente para pronunciarse sobre la muerte del 

señor Portugal (supra párr. 32). Asimismo, la Corte tampoco es competente para 

pronunciarse sobre los presuntos hechos de tortura y malos tratos que se alega sufrió 

el señor Portugal, ya que tales hechos conformarían violaciones de ejecución 

                                                 

7
 Caso La Cantuta Vs. Perú. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 29 de noviembre de 2006. Serie C No. 

162, párr. 114. 
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instantánea que, en todo caso, hubieran ocurrido con anterioridad a 1990. De igual 

manera, de haberse limitado el ejercicio de la libertad de expresión del señor Portugal, 

tales hechos se hubieran consumado antes del fallecimiento de éste, es decir, antes 

de la fecha en que Panamá reconoció la competencia del Tribunal. Por lo tanto, la 

Corte no es competente para pronunciarse sobre las violaciones que dichos hechos 

supuestamente sustentan en perjuicio del señor Portugal, a saber, las violaciones de 

los derechos reconocidos en los artículos 4, 5 y 13 de la Convención Americana, 

respectivamente. 

37. Por otra parte, se alega que el señor Portugal fue detenido en 1970 y que dicho 

hecho, al analizarse bajo la perspectiva de una desaparición forzada, hubiera 

continuado hasta agosto del año 2000, cuando alegadamente se supo el destino o 

paradero de la presunta víctima. Al respecto, el Tribunal considera que es competente 

para pronunciarse sobre la presunta privación de libertad del señor Portugal, en tanto 

ésta se relaciona con su alegada desaparición forzada, la cual continuó con 

posterioridad al 1990, hasta que fueron identificados sus restos en el año 2000. 

38. Con base en lo anterior, el Tribunal también considera que es competente para analizar 

el presunto incumplimiento del deber del Estado de investigar la alegada desaparición 

forzada del señor Heliodoro Portugal desde el 9 de mayo de 1990, así como para analizar 

la manera en que el Estado llevó a cabo las investigaciones concernidas a partir de tal 

fecha. Concretamente, respecto a la presunta violación de las obligaciones contenidas en 

la Convención sobre Desaparición Forzada, la Corte es competente para pronunciarse 

sobre la respectiva actuación estatal a partir del 28 de marzo de 1996, fecha en que 

dicha Convención entró en vigor para el Estado. 

39. En virtud de lo anterior, el Tribunal desestima parcialmente la excepción preliminar 

que hizo valer el Estado en este extremo.   

2. Competencia ratione temporis respecto de la alegada violación del artículo 5  

de la Convención Americana, en relación con el artículo 1.1 de la misma,  

en perjuicio de los familiares de Heliodoro Portugal 

...   

3. Competencia ratione temporis respecto de la obligación de tipificar 

como delitos la desaparición forzada y la tortura 

... 
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4. Competencia ratione temporis respecto de la obligación de investigar 

y sancionar la tortura bajo la CIPST 

... 

C) Falta de Competencia de la Corte Ratione Materiae 

... 

IV 

COMPETENCIA 

63. La Corte es competente para conocer el presente caso, en los términos del artículo 

62.3 de la Convención. El Estado de Panamá ratificó la Convención Americana el 22 de 

junio de 1978, la cual entró en vigencia para el Estado el 18 de julio de 1978, y el 9 de 

mayo de 1990 reconoció “como obligatoria de pleno derecho la competencia de la 

Corte Interamericana de Derechos Humanos sobre todos los casos relativos a la 

interpretación o aplicación de la Convención Americana […]”. Asimismo, el Estado 

ratificó la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura el 28 de 

agosto de 1991 y la Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada de 

Personas el 28 de febrero de 1996. Éstas entraron en vigencia para el Estado el 28 de 

septiembre de 1991 y el 28 de marzo de 1996, respectivamente. 

V 

PRUEBA 

... 

VI 

VIOLACIÓN DEL ARTÍCULO 78
 (DERECHO A LA LIBERTAD PERSONAL) DE LA CONVENCIÓN 

AMERICANA, EN RELACIÓN CON EL ARTÍCULO 1.1 DE LA MISMA9, ASÍ COMO VIOLACIÓN 

                                                 
8 En lo pertinente el artículo 7 de la Convención dispone que: 

1. Toda persona tiene derecho a la libertad y a la seguridad personales. 

2. Nadie puede ser privado de su libertad física, salvo por las causas y en las condiciones fijadas de 

antemano por las Constituciones Políticas de los Estados Partes o por las leyes dictadas conforme a ellas. 

3. Nadie puede ser sometido a detención o encarcelamiento arbitrarios. 

9 En lo pertinente el artículo 1.1 de la Convención dispone: 
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DEL ARTÍCULO I 10
 DE LA CONVENCIÓN INTERAMERICANA SOBRE DESAPARICIÓN 

FORZADA DE PERSONAS, EN RELACIÓN CON EL ARTÍCULO II DEL MISMO INSTRUMENTO11
 

82. Antes de exponer los alegatos de las partes referentes a la supuesta desaparición 

forzada del señor Heliodoro Portugal, que la Comisión y los representantes alegan 

constituye una violación de los artículos 4, 5 y 7 de la Convención Americana, la Corte 

considera pertinente hacer un recuento de los hechos con el fin de establecer si éstos 

generan o no la responsabilidad internacional del Estado. En aras de hacer más 

comprensible el análisis del presente caso se dividirán los hechos en los siguientes 

períodos de tiempo: i) período entre 1970 a 1989; ii) período de 1990 a 1999, y iii) 

período de 1999 al presente. 

83. De conformidad con lo señalado en el capítulo de excepciones preliminares (supra 

párrs. 27), el Tribunal reitera que tiene competencia sobre aquellos hechos que 

ocurrieron con posterioridad al 9 de mayo de 1990 o que constituyen violaciones 

continuas que comenzaron con anterioridad a tal fecha y persistieron luego de la 

                                                                                                                                                     

Los Estados Partes en esta Convención se comprometen a respetar los derechos y libertades reconocidos en 

ella y a garantizar su libre y pleno ejercicio a toda persona que esté sujeta a su jurisdicción, sin 

discriminación alguna por motivos de raza, color, sexo, idioma, religión, opiniones políticas o de cualquier 

otra índole, origen nacional o social, posición económica, nacimiento o cualquier otra condición social […]. 

10 El artículo I de la Convención establece que: 

Los Estados Partes en esta Convención se comprometen a: 

a) No practicar, no permitir, ni tolerar la desaparición forzada de personas, ni aun en estado de emergencia, 

excepción o suspensión de garantías individuales; 

b) Sancionar en el ámbito de su jurisdicción a los autores, cómplices y encubridores del delito de 

desaparición forzada de personas, así como la tentativa de comisión del mismo; 

c) Cooperar entre sí para contribuir a prevenir, sancionar y erradicar la desaparición forzada de personas; y 

d) Tomar las medidas de carácter legislativo, administrativo, judicial o de cualquier otra índole necesarias 

para cumplir con los compromisos asumidos en la presente Convención. 

11 El artículo II de la Convención establece que: 

Para los efectos de la presente Convención, se considera desaparición forzada la privación de la libertad a 

una o más personas, cualquiera que fuere su forma, cometida por agentes del Estado o por personas o 

grupos de personas que actúen con la autorización, el apoyo o la aquiescencia del Estado, seguida de la falta 

de información o de la negativa a reconocer dicha privación de libertad o de informar sobre el paradero de 

la persona, con lo cual se impide el ejercicio de los recursos legales y de las garantías procesales pertinentes. 
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misma. No obstante lo anterior, resulta necesario hacer referencia a otros hechos 

ocurridos dentro del período de 1970 a 1989 con el único propósito de contextualizar 

el análisis de las acciones y omisiones estatales que puedan sustentar las violaciones 

alegadas. Para tales efectos el Tribunal hará referencia a lo señalado en el Informe 

Final de la Comisión de la Verdad de Panamá de 18 de abril de 200212, así como a 

decisiones de tribunales nacionales que se han pronunciado sobre los hechos 

denunciados en el presente caso, y a la prueba que consta en el expediente. 

a) Período de 1970 a 1989   

84. De conformidad con lo señalado por dicha Comisión de la Verdad de Panamá13, así 

como por los referidos tribunales nacionales14, el 11 de octubre de 1968 un grupo de 

oficiales de la Guardia Nacional panameña dio un golpe de Estado contra el 

Presidente democráticamente electo, quien había asumido el poder pocos días antes. 

Tras el golpe de Estado de 1968, el alto mando de la Guardia Nacional suspendió las 

garantías individuales, disolvió la Asamblea Nacional y nombró una Junta Provisional 

de Gobierno presidida por militares. A raíz del golpe de Estado se decretó la 

suspensión de ciertos artículos de la Constitución, se censuraron los medios de 

comunicación, se controló el orden público en las calles, se prohibieron las reuniones, 

                                                 
12 ... 

13 La Corte estima que el establecimiento de una comisión de la verdad, según el objeto, procedimiento, 

estructura y fin de su mandato, puede contribuir a la construcción y preservación de la memoria histórica, el 

esclarecimiento de hechos y la determinación de responsabilidades institucionales, sociales y políticas en 

determinados períodos históricos de una sociedad. Las verdades históricas que a través de ese mecanismo 

se logren, no deben ser entendidas como un sustituto del deber del Estado de asegurar la determinación 

judicial de responsabilidades individuales o estatales por los medios jurisdiccionales correspondientes, ni 

con la determinación de responsabilidad internacional que corresponda a este Tribunal. Se trata de 

determinaciones de la verdad que son complementarias entre sí, pues tienen todas un sentido y alcance 

propios, así como potencialidades y límites particulares, que dependen del contexto en el que surgen y de 

los casos y circunstancias concretas que analicen. En efecto, la Corte ha otorgado especial valor a los 

informes de Comisiones de la Verdad o de Esclarecimiento Histórico como pruebas relevantes en la 

determinación de los hechos y de la responsabilidad internacional de los Estados en diversos casos que han 

sido sometidos a su jurisdicción. Caso Myrna Mack Chang Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y Costas. 

Sentencia de 25 de noviembre de 2003. Serie C No. 101, párrs. 131 y 134; Caso Zambrano Vélez y otros, 

supra nota 17, párr. 128, y Caso La Cantuta, supra nota 16, párr. 224. 

14 ... 
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se limitaron los movimientos y se suprimieron los partidos políticos, se decretó el 

toque de queda, se allanaron propiedades y se realizaron diversos arrestos y 

detenciones15. Desde entonces y hasta el 20 de diciembre de 1989, cuando se produjo 

la invasión estadounidense, Panamá estuvo gobernada por distintos líderes militares y 

por presidentes civiles.   

85. El informe de la Comisión de la Verdad de Panamá señala que pudo documentar al 

menos 40 casos de personas desaparecidas, “aprehendidas por agentes [estatales] 

obrando bajo las órdenes de protección de superiores, privados de su libertad, en su 

mayoría golpeados y torturados, para luego ser ejecutados”.16 La Comisión de la 

Verdad también documentó durante este período el asesinato de 70 personas a 

manos de agentes estatales. Como lo expresa la Comisión de la Verdad, “en ambos 

casos, los actos se daban al margen de toda autoridad judicial, demostrando un 

comportamiento delictivo por parte de quienes estaban llamados a velar por [la] 

seguridad e integridad [de los ciudadanos]”.17 

86. Por otra parte, la Comisión de la Verdad indicó que los informes recabados muestran 

que el mayor número de muertos y desaparecidos ocurrió durante los primeros tres 

años (1968-1971) de la dictadura militar,18 época en la que Heliodoro Portugal fue 

detenido.   

87. Es un hecho no controvertido que el señor Portugal nació en el Distrito de Calobre, 

Provincia de Veraguas, República de Panamá, que al momento de su detención tenía 

36 años, su ocupación era tipógrafo y convivía en forma permanente con la señora 

Graciela De León Rodríguez, con quien tuvo dos hijos, Patria y Franklin Portugal. 

Asimismo, el señor Portugal fue dirigente estudiantil y posteriormente simpatizante y 

promotor del “Movimiento de Unidad Revolucionaria” liderado por el señor Floyd 

Britton, quien era un opositor al régimen militar. 

88. La Comisión de la Verdad determinó que la aprehensión de Heliodoro Portugal se 

produjo el 14 de mayo de 1970, encontrándose éste “en el Café Coca-Cola ubicado en 

                                                 
15 ... 

16 ... 

17 ... 

18 ... 
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el Parque de Santa Ana, cuando un taxi, una camioneta de color rojo se detuvo frente 

al Café. Del carro se bajaron dos señores vestidos de civil; lo det[uvieron] y lo 

introdu[jeron] a la fuerza en el carro y […] se lo lleva[ron]”.19 

89. Según consta en el expediente, la señora Graciela De León, compañera del señor 

Portugal, al darse cuenta que éste había sido detenido, intentó localizarlo sin éxito20. 

De acuerdo con los familiares de la presunta víctima, aproximadamente un mes 

después de la detención, “llegó un policía a la casa diciéndoles que la víctima les 

mandaba decir que no se preocuparan, que estaba en [el cuartel de] Tocumen y que 

iba a salir”.21 La Comisión de la Verdad da cuenta en su informe que en el mes de 

diciembre de 1999, un testigo confió a un periodista haber permanecido encerrado 

con Heliodoro Portugal en una casa cuya dirección desconocía, pero que sospechaba 

como cercana a la “Casa de Miraflores”, considerado por dicha Comisión de la Verdad 

como uno de los centros clandestinos de interrogatorios y torturas durante los 

primeros años de la dictadura.22 El testigo relató que en la habitación contigua a 

aquella en que se encontraba detenido, tenían prisionero a un señor al que escuchó 

decir durante los interrogatorios que su nombre era Heliodoro Portugal; a quien 

preguntaban si conocía a Floyd Britton.23 El testigo informó también que de Miraflores 

“los trasladaron vendados al Cuartel de Tocumen, a una sala de reuniones[,] entre el 9 

ó 10 de octubre de 1970. Al día siguiente vio a Heliodoro Portugal, quien pedía que le 

avisaran a su familia. El informante fue trasladado a la Cárcel de La Chorrera y no 

supo más de la [presunta] víctima”.24 

90. Posteriormente, en 1977, la Comisión Interamericana realizó una visita in loco a 

Panamá y consultó al Estado si tenía información sobre el paradero de varias 

personas desaparecidas, entre ellos el señor Portugal. Según el informe respectivo de 

la Comisión, en dicha ocasión el Estado identificó al señor Portugal como “miembro 

                                                 
19 ... 

20 ... 

21 ... 

22 ... 

23 ... 

24 ... 
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destacado del Partido Comunista de Panamá” y señaló que éste “no tenía 

requerimientos de investigación, no registra[ba] antecedentes y se desconoc[ía] su 

paradero”.25 

91. Según declaró ante esta Corte,26 entre los años 1987 y 1988 Patria Portugal, hija del 

señor Heliodoro Portugal, acudió a las oficinas del Comité Nacional de Derechos 

Humanos de Panamá a presentar un formulario de denuncia en relación con la 

desaparición de su padre.   

92. Respecto de este primer período que comprende los años 1968 a 1972, cabe señalar 

que, según lo reconoció la Corte Suprema de Justicia de Panamá, “para la fecha de la 

desaparición forzada de Heliodoro Portugal imperaba un régimen que impedía el libre 

acceso a la justicia”.27 Asimismo, la Procuradora Ana Matilde Gómez, mediante 

declaración rendida en audiencia pública ante esta Corte, señaló que en dicho período 

“era evidente que no había acceso a la justicia porque todavía había temor en la 

población de acudir a los tribunales y a las fiscalías a declarar”.28 

a) Período de 1990 a 1999 

93. Habiendo retornado la democracia a Panamá, el 9 de mayo de 1990 el Estado 

reconoció como obligatoria la competencia de la Corte Interamericana.   

94. El 10 de mayo de 1990 la señora Patria Portugal presentó una denuncia ante la 

Fiscalía Primera Superior del Primer Distrito Judicial de Panamá, en la cual señaló que 

el 14 de mayo de 1970 su padre había sido detenido y desaparecido, y que en aquel 

entonces no era posible presentar una denuncia ante el Ministerio Público en razón 

de la situación política que existía.29 

b) Período de 1999 al presente 

95. El 21 de septiembre de 1999 el Ministerio Público emitió una resolución en la que 

ordenó realizar excavaciones en el antiguo cuartel de “Los Pumas” en Tocumen, esto 

                                                 
25 ... 

26 ... 

27 ... 

28 ... 

29 ... 

     Esta revista forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 
      www.juridicas.unam.mx                                                                                                          http://biblio.juridicas.unam.mx

BJV, Instituto de Investigaciones Jurídicas-UNAM, 
2016



273 
 

como consecuencia de información recibida de parte del Arzobispo Metropolitano de 

la Ciudad de Panamá en el sentido de que tenía conocimiento que en dicho lugar se 

encontraban los restos de una persona que suponían pertenecían al sacerdote Héctor 

Gallegos, quien supuestamente había desaparecido 20 años atrás.30 Producto de 

dichas excavaciones se encontró una osamenta31 que fue sometida a pruebas de ADN, 

las cuales el 27 de octubre de 1999 revelaron que los restos encontrados no 

pertenecían al sacerdote Héctor Gallegos.32 Ante este resultado negativo y como 

producto de una iniciativa privada, los restos encontrados fueron sometidos a 

pruebas adicionales de ADN, para lo cual se utilizaron muestras de los familiares del 

señor Heliodoro Portugal y de familiares de otros desaparecidos. En el informe de 

pruebas genéticas de 22 de agosto de 2000, realizado por los Laboratorios Reliagene 

Technologies y Armed Forces DNA Identification Laboratories (AFDIL), se determinó 

que los restos encontrados en el ex cuartel de “Los Pumas” pertenecían al señor 

Heliodoro Portugal, lo cual fue informado el 22 de agosto de 2000 al Procurador de la 

Nación.33 

96. Por otra parte, según el examen médico legal realizado el 24 de septiembre de 1999 

sobre los restos óseos del señor Heliodoro Portugal, existen señales de que 

posiblemente fue torturado y que incluso las lesiones físicas que sufrió fueron de tal 

magnitud que pudieron ocasionarle la muerte.34 

97. El 4 de septiembre de 2001 la Fiscalía Tercera hizo de conocimiento público, 

mediante comunicado de prensa, que a raíz de los resultados de la prueba realizada a 

iniciativa privada en el Laboratorio Reliagene Technologies, que indicaban que los 

restos encontrados en el Cuartel de “Los Pumas” de Tocumen pertenecían al señor 

Heliodoro Portugal, se había ordenado la realización de una prueba oficial de ADN, 

que realizó Fairfax Identity Laboratorios (FIL), la cual indicó que los restos entregados 

                                                 
30 ... 

31 ... 

32 ... 

33 ... 

34 ... 
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a la familia Portugal no pertenecían al señor Heliodoro Portugal. 35  Ante la 

contradicción entre el primer análisis realizado por iniciativa privada y el segundo 

realizado por iniciativa oficial, se buscó la opinión de una tercera experta en pruebas 

de ADN del laboratorio Mitotyping Technologies, la Dra. Terry Melton. Dicha 

antropóloga forense evaluó ambas pruebas y concluyó, mediante informe del 30 de 

octubre de 2001, que el primer examen realizado por AFDIL era “de buena calidad, y 

no mostró ninguna evidencia de mezclas”, mientras que en el segundo, practicado por 

FIL, existía evidencia de contaminación.36 De tal forma, se determinó que el cuerpo 

encontrado correspondía a Heliodoro Portugal.   

* 

** 

98. Una vez establecidos los hechos relativos a la alegada desaparición forzada del señor 

Heliodoro Portugal, corresponde al Tribunal exponer los alegatos de las partes al 

respecto. 

99. La Comisión señaló que el Estado ha violado el artículo 7.2 de la Convención, “pues 

Heliodoro Portugal fue privado de su libertad ilegalmente, al margen de los motivos y 

condiciones establecidos en la legislación panameña”. Señaló que “las autoridades no 

estaban procediendo sobre la base de ninguna sospecha individualizada de comisión 

de infracciones” y que “no existe indicio alguno de que en el momento de la privación 

de libertad, la presunta víctima hubiera estado cometiendo hechos delictivos en 

flagrancia”. La Comisión alegó que Panamá violó el artículo 7.3 de la Convención, ya 

que “tanto las causas que pudieron haber motivado la captura así como los métodos 

utilizados por los militares para privarlo de su libertad, resultan incompatibles con el 

respeto a los derechos fundamentales del individuo”. Estas acciones, para la Comisión, 

evidencian “un abuso de poder, irrazonable, imprevisible y carente de 

proporcionalidad”. La Comisión señaló, a su vez, que el artículo 7.4 de la Convención 

ha sido violado por el Estado, pues “ni el señor Heliodoro Portugal ni sus familiares 

fueron informados de los motivos de la detención” y el señor Heliodoro Portugal 

“tampoco fue informado de los derechos que le asistían”. Indicó que el Estado ha 

                                                 
35 ... 

36 ... 
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vulnerado el artículo 7.5 de la Convención, pues Heliodoro Portugal “fue sustraído 

abusivamente del amparo de la autoridad a la que debían ponerlo a disposición para 

resolver en el menor tiempo lo relativo a su libertad”; por el contrario, según la 

Comisión, su detención tuvo como fin “interrogarlo, maltratarlo, amedrentarlo y 

finalmente, eliminarlo”. La Comisión argumentó que se vulneró el artículo 7.6 de la 

Convención, al no haber otorgado a Heliodoro Portugal “la posibilidad de interponer 

por sus propios medios un recurso rápido y efectivo que le permitiera definir la 

legalidad de su detención, y al mantenerlo privado de la libertad en un lugar distinto a 

los sitios oficiales de detención o habilitados para el efecto sin ningún control 

institucional”. 

100. Por otra parte, la Comisión indicó que el Estado de Panamá ha violado el artículo 5.1 

y 5.2 de la Convención “al no haber respetado la integridad física, psíquica y moral del 

señor Heliodoro Portugal y al no haberlo tratado con el respeto debido a la dignidad 

inherente al ser humano”. Estos supuestos tratos, según la Comisión, consistieron en: 

i) el traslado forzado y el ocultamiento de la presunta víctima sin que sus familiares 

tuvieran conocimiento de su paradero; ii) su sometimiento a un estado de 

incomunicación en lugares que no constituían centros de detención, y iii) el miedo y la 

angustia producidos por su situación de vulnerabilidad y “la incertidumbre sobre el 

desenlace de su privación de libertad frente a la práctica sistemática de ejecuciones 

extrajudiciales existente en aquel entonces”. Todo lo anterior en relación con la 

existencia de un patrón de conducta de graves violaciones de derechos humanos en la 

época de los hechos. Además, la Comisión indicó que existen pruebas materiales, 

como el análisis de los restos óseos, y testimoniales, que sugieren que la víctima fue 

sometida a torturas.   

101.Por último, la Comisión señaló que el señor Heliodoro Portugal fue visto con vida por 

última vez en un cuartel militar ubicado en la zona de Tocumen. El hallazgo e 

identificación de sus restos en septiembre de 1999 “coadyuvó a confirmar que había 

sido ejecutado en dichas instalaciones mientras se encontraba en custodia de agentes 

estatales, desconociéndose hasta ahora la fecha de tal acontecimiento”. Además, 

indicó que “se ha demostrado la existencia de un patrón de violaciones al derecho a la 

vida en Panamá, para la época de los hechos”, reconocida por el propio Estado. La 

desaparición de la víctima como violación continua se prolongó hasta el 21 de agosto 

de 2000, y “pese a que a partir de la identificación genética de los restos del señor 
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Portugal se tiene certeza de que fue ejecutado mientras se encontraba en custodia del 

Estado”, aún existe “la incertidumbre sobre la fecha, modo, lugar y responsables de tal 

ejecución, así como del ocultamiento del cadáver”.   

102. Los representantes coincidieron con los alegatos presentados por la Comisión. En 

resumen, los representantes indicaron que se configuró una violación del artículo 7.1, 

7.2, 7.3, 7.4, 7.5 y 7.6 de la Convención, debido a que el señor Portugal fue víctima de 

una detención ilegal y arbitraria, que lo privó de su libertad física sin fundamento en 

causas legales y sin ser llevado ante un juez o tribunal competente que conociera de 

su detención, por lo que a la vez se le impidió a él y a su familia, presentar cualquier 

recurso judicial que lo protegiera frente a la arbitrariedad de su detención. Además, 

los representantes afirmaron que de las condiciones en que se encontraron los restos 

del señor Portugal se puede concluir que fue sometido a torturas y que “incluso las 

lesiones físicas que sufrió pudieron ocasionarle la muerte”. Por último, los 

representantes señalaron que el “contexto político imperante para ese momento en 

Panamá implicó un incremento de la violencia contra los opositores del régimen 

militar”, dentro de los cuales estaba incluida la tortura. Asimismo, los representantes 

indicaron que la desaparición de Heliodoro Portugal “ocurrió a manos de agentes del 

Estado y en un contexto de violencia política donde predominaron graves violaciones 

a los derechos humanos”. Por tanto, solicitaron a este Tribunal que declare a Panamá 

responsable de la violación del artículo 4 de la Convención, toda vez que “la muerte de 

Portugal se dio en el contexto de una desaparición forzada perpetrada por agentes 

militares, la cual se prolongó hasta el año 2000, cuando se tuvo certeza de su muerte”. 

103. El Estado argumentó que la situación de privación de libertad sufrida por Heliodoro 

Portugal a partir de 14 de mayo de 1970 “dejó de existir en el momento de su muerte”, 

es decir, hasta junio de 1971, por lo que la Corte no tendría competencia para conocer 

de esta violación. Asimismo, el Estado indicó que “la [presunta] tortura habría 

ocurrido antes de la fecha de la muerte” del señor Portugal, es decir antes de junio de 

1971. Además, señaló que la tortura y la privación de la vida son “delito[s] de 

ejecución instantánea y no […] delito[s] continuado[s]”. De tal forma, señaló que la 

Comisión pretende que la Corte se pronuncie sobre la muerte de Heliodoro Portugal, 

la cual se desarrolló entre mayo de 1970 y junio de 1971, 19 años antes del 

reconocimiento de la competencia de la Corte por Panamá. 

* 

     Esta revista forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 
      www.juridicas.unam.mx                                                                                                          http://biblio.juridicas.unam.mx

BJV, Instituto de Investigaciones Jurídicas-UNAM, 
2016



277 
 

** 

104. Antes de proceder a considerar el fondo de este asunto, resulta pertinente reiterar 

que de conformidad con lo señalado en el capítulo de excepciones preliminares, el 

Tribunal tiene competencia para pronunciarse sobre la presunta desaparición forzada 

de Heliodoro Portugal, debido a la naturaleza continua de dicha violación (supra párrs. 

29). Sin embargo, dado que la Corte ya declaró que no es competente para 

pronunciarse sobre la muerte o posibles torturas o malos tratos que se alega sufrió el 

señor Portugal, no analizará los alegatos de la Comisión y los representantes respecto 

de la presunta violación de los artículos 4 y 5 de la Convención Americana. Por otro 

lado, el Tribunal declaró que es competente para pronunciarse sobre la presunta 

privación de libertad del señor Portugal que, si bien comenzó el 14 de mayo de 1970, 

continuó en todo momento que éste se encontraba presuntamente desaparecido. Es 

decir, el Tribunal es competente para pronunciarse sobre la presunta violación del 

artículo 7 de la Convención en tanto se alega que ésta dio inicio a su desaparición 

forzada y continuó hasta que se conoció el destino y paradero de la presunta víctima 

en el año 2000, 10 años después de que Panamá reconociera la competencia del 

Tribunal para conocer “sobre todos los casos relativos a la interpretación o aplicación 

de la Convención Americana”.   

105. Asimismo, si bien en el presente caso ni la Comisión ni los representantes han 

alegado el incumplimiento de las disposiciones de la Convención Interamericana 

sobre Desaparición Forzada de Personas, mediante la cual los Estados Partes se 

encuentran obligados a impedir que este tipo de hechos ocurran, el Tribunal observa 

que Panamá ratificó dicha Convención el 28 de febrero de 1996. Por lo tanto, la Corte, 

con base en los hechos que se encuentran en el expediente y en el principio iura novit 

curia, el cual se encuentra sólidamente respaldado en la jurisprudencia 

internacional37, considera pertinente pronunciarse no tan sólo respecto del artículo 7 

de la Convención Americana, sino también respecto de las disposiciones contenidas 

en la Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada de Personas. Además, el 

Tribunal considera pertinente realizar algunas consideraciones generales sobre la 

                                                 
37 Cfr. Caso Godínez Cruz Vs. Honduras. Fondo. Sentencia de 20 de enero de 1989. Serie C No. 5, párr. 172; 

Caso Kimel Vs. Argentina. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 2 de mayo de 2008 Serie C No. 177, 

párr. 61, y Caso Comunidad Indígena Sawhoyamaxa Vs. Paraguay. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia 

de 29 de marzo de 2006. Serie C No. 146, párr. 186. 
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desaparición forzada de personas. 

106. Desde su primera sentencia en el caso Velásquez Rodríguez,38 la cual precedió a las 

normas internacionales sobre la desaparición forzada de personas, la Corte ha 

entendido que al analizar una presunta desaparición forzada el Tribunal debe tener 

en cuenta su naturaleza continua39, así como su carácter pluriofensivo. El carácter 

continuo y pluriofensivo de la desaparición forzada de personas se ve reflejado en los 

artículos II y III de la Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada de 

Personas, los cuales disponen, en lo pertinente, lo siguiente:   

Para los efectos de la presente Convención, se considera desaparición forzada la privación 

de la libertad a una o más personas, cualquiera que fuere su forma, cometida por agentes 

del Estado o por personas o grupos de personas que actúen con la autorización, el apoyo o 

la aquiescencia del Estado, seguida de la falta de información o de la negativa a reconocer 

dicha privación de libertad o de informar sobre el paradero de la persona, con lo cual se 

impide el ejercicio de los recursos legales y de las garantías procesales pertinentes. 

[…] Dicho delito será considerado como continuado o permanente mientras no se 

establezca el destino o paradero de la víctima. 

107. La necesidad de considerar integralmente la desaparición forzada, en forma 

autónoma y con carácter continuo o permanente, con sus múltiples elementos 

complejamente interconectados, se desprende no sólo de los artículos II y III de la 

Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada de Personas, sino también de 

los travaux préparatoires a ésta40 y su preámbulo.41 

108. De manera similar, la Corte observa que el artículo 1.2 de la Declaración de 

Naciones Unidas sobre la Protección de Todas las Personas contra las Desapariciones 

                                                 

38
 Cfr. Caso Velásquez Rodríguez, ..., párr. 155; Caso Goiburú y otros, ..., párrs. 81 al 85, y Caso Gómez 

Palomino, ..., párr. 92. 

39
 .... 

40 ... 

41 Cfr. preámbulo de la Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada de Personas, en el cual se 

considera “que la desaparición forzada de personas viola múltiples derechos esenciales de la persona 

humana de carácter inderogable, tal como están consagrados en la Convención Americana sobre Derechos 

Humanos, en la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre y en la Declaración Universal 

de Derechos Humanos”. 
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Forzadas de 1992 señala que la desaparición forzada constituye 

una violación de las normas del derecho internacional que garantizan a todo ser humano, 

entre otras cosas, el derecho al reconocimiento de su personalidad jurídica, el derecho a la 

libertad y a la seguridad de su persona y el derecho a no ser sometido a torturas ni a otras 

penas o tratos crueles, inhumanos o degradantes. Viola, además, el derecho a la vida, o lo 

pone gravemente en peligro.   

109. Por otra parte, el artículo 17.1 de dicha Declaración señala que la desaparición forzada 

de personas debe ser considerada “permanente mientras sus autores continúen 

ocultando la suerte y el paradero de la persona desaparecida y mientras no se hayan 

esclarecido los hechos”. En similares términos se refiere el artículo 8.1.b de la 

Convención Internacional para la Protección de todas las Personas contra las 

Desapariciones Forzadas, aprobada el 20 de diciembre de 2006 por la Asamblea General 

de la Organización de las Naciones Unidas.42 

110. De igual manera, otros instrumentos internacionales dan cuenta de los siguientes 

elementos concurrentes y constitutivos de dicha violación: a) privación de libertad; b) 

intervención de agentes estatales, al menos indirectamente por asentimiento, y c) 

negativa a reconocer la detención y a revelar la suerte o el paradero de la persona 

interesada.43 Estos elementos se encuentran asimismo en la definición que sobre la 

desaparición forzada de personas establece el artículo 2 de la citada Convención 

Internacional de Naciones Unidas en la materia,44 así como en la definición formulada en 

el artículo 7 del Estatuto de la Corte Penal Internacional45, instrumento ratificado por 

                                                 

42
 En lo pertinente, el artículo 8.1.b de la Convención Internacional para la Protección de todas las Personas 

contra las Desapariciones Forzadas establece que: 

“[…] 

Cada Estado Parte que aplique un régimen de prescripción a la desaparición forzada tomará las medidas 

necesarias para que el plazo de prescripción de la acción penal: 

[…] 

Se cuente a partir del momento en que cesa la desaparición forzada, habida cuenta del carácter continuo de 

este delito. […]” 

43 ... 

44 ... 

45 ... 
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Panamá el 21 de marzo de 2002.   

111. La jurisprudencia internacional refleja también este entendimiento46, al igual que 

varias Cortes Constitucionales de los Estados Americanos47. Por ejemplo, la Sala Penal 

Nacional del Perú ha declarado que “la expresión ‘desaparición forzada de personas’ no 

es más que el nomen iuris para la violación sistemática de una multiplicidad de derechos 

humanos. […] Se distingue[n] varias etapas en la práctica de la desaparición de personas 

como [pueden ser] la selección de la víctima, detención de la persona, depósito en un 

lugar de reclusión, eventual traslado a otro centro de reclusión, interrogatorio, tortura y 

procesamiento de la información recibida. En muchos casos ocurr[e] la muerte de la 

víctima y el ocultamiento de sus restos”.48 

112. En este sentido, la desaparición forzada consiste en una afectación de diferentes 

                                                 

46
 ... 

47 Cfr. Caso Marco Antonio Monasterios Pérez, Tribunal Supremo de Justicia de la República Bolivariana de 

Venezuela, sentencia de 10 de agosto de 2007 (declarando la naturaleza pluriofensiva y permanente del 

delito de desaparición forzada); Caso Jesús Piedra Ibarra, Suprema Corte de Justicia de México, sentencia de 

5 de noviembre de 2003 (afirmando que las desapariciones forzadas son delitos continuados y que la 

prescripción se debe comenzar a calcular a partir de que se encuentren los restos); Caso Caravana, Sala 

Penal de la Corte Suprema de Chile, sentencia de 20 de julio de 1999; Caso de desafuero de Pinochet, Pleno 

de la Corte Suprema de Chile, sentencia de 8 de agosto del 2000; Caso Sandoval, Corte de Apelaciones de 

Santiago de Chile, sentencia de 4 de enero del 2004 (todos declarando que el delito de desaparición forzada 

es continuo, de lesa humanidad, imprescriptible y no amnistiable); Caso Vitela y otros, Cámara Federal de 

Apelaciones de lo Criminal y Correccional de Argentina, sentencia de 9 de septiembre de 1999 (declarando 

que las desapariciones forzadas son delitos continuos y de lesa humanidad); Caso José Carlos Trujillo, 

Tribunal Constitucional de Bolivia, sentencia de 12 de noviembre del 2001 (en el mismo sentido); Caso 

Castillo Páez, Tribunal Constitucional del Perú, sentencia de 18 de marzo de 2004 (declarando, a razón de lo 

ordenado por la Corte Interamericana en el mismo caso, que la desaparición forzada es un delito 

permanente hasta tanto se establezca el paradero de la víctima); Caso Juan Carlos Blanco y Caso Gavasso y 

otros, Corte Suprema de Uruguay, sentencia de 18 de octubre de 2002 y sentencia de 17 de abril del 2002, 

respectivamente (en igual sentido). 

48
 Cfr. sentencia del 20 de marzo de 2006, Sala Penal Nacional del Perú por el delito contra la libertad-

secuestro de Ernesto Rafael Castillo Páez. En este caso, transcurridos casi dieciséis años desde que se 

produjeron los hechos y casi cuatro desde que se inició el proceso penal contra sus perpetradores, la Sala 

Penal Nacional de Perú emitió una sentencia condenatoria contra ellos por el delito de desaparición forzada, 

a partir de la sentencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos de noviembre de 1997. En este 

mismo sentido, sentencia de 10 de agosto de 2007 del Tribunal Supremo de Justicia de la República 

Bolivariana de Venezuela, caso Monasterios Pérez y Marco Antonio. 
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bienes jurídicos que continúa por la propia voluntad de los presuntos perpetradores, 

quienes al negarse a ofrecer información sobre el paradero de la víctima mantienen la 

violación a cada momento. Por tanto, al analizar un supuesto de desaparición forzada se 

debe tener en cuenta que la privación de la libertad del individuo sólo debe ser 

entendida como el inicio de la configuración de una violación compleja que se prolonga 

en el tiempo hasta que se conoce la suerte y el paradero de la presunta víctima. De 

conformidad con todo lo anterior, es necesario entonces considerar integralmente la 

desaparición forzada en forma autónoma y con carácter continuo o permanente, con sus 

múltiples elementos complejamente interconectados. En consecuencia, el análisis de 

una posible desaparición forzada no debe enfocarse de manera aislada, dividida y 

fragmentalizada sólo en la detención, o la posible tortura, o el riesgo de perder la vida, 

sino más bien el enfoque debe ser en el conjunto de los hechos que se presentan en el 

caso en consideración ante la Corte, tomando en cuenta la jurisprudencia del Tribunal al 

interpretar la Convención Americana, así como la Convención Interamericana sobre 

Desaparición Forzada de Personas para los Estados que la hayan ratificado.   

113. Al analizar integralmente los hechos del presente caso, y a manera de contexto, la 

Corte observa que, tal como relata el informe de la Comisión de la Verdad de Panamá, 

efectivos de la Guardia Nacional panameña rodearon al señor Portugal en un café, lo 

obligaron por la fuerza a subir al vehículo en que circulaban y se lo llevaron con rumbo 

desconocido, sin explicar los motivos de la detención (supra párr. 88). El Tribunal 

considera que dicha privación de su libertad, por parte de agentes estatales, sin que se 

informara acerca de su paradero, inició su desaparición forzada. Tal violación continuó 

en el tiempo con posterioridad al año 1990 hasta que se identificaron sus restos en el 

año 2000. Por tal motivo, y en consideración de la falta de competencia del Tribunal para 

pronunciarse sobre la muerte o posibles torturas o malos tratos que se alega sufrió el 

señor Portugal (supra párr. 104), la Corte considera que el derecho a la libertad personal 

del señor Portugal, reconocido en el artículo 7 de la Convención, fue vulnerado de 

manera continua hasta tal fecha, en razón de su desaparición forzada.   

114. Asimismo, si bien el Tribunal no es competente para declarar una violación de los 

artículos 4 y 5 de la Convención Americana en perjuicio del señor Portugal, se desprende 

de los hechos contenidos en el expediente que el señor Portugal fue detenido y 

trasladado a un lugar desconocido, donde fue maltratado y posteriormente ejecutado.   

115. Aunado a lo anterior, la Corte ha entendido que de la obligación general de garantizar 

     Esta revista forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 
      www.juridicas.unam.mx                                                                                                          http://biblio.juridicas.unam.mx

BJV, Instituto de Investigaciones Jurídicas-UNAM, 
2016



282 
 

los derechos humanos consagrados en la Convención, contenida en el artículo 1.1 de la 

misma, deriva la obligación de investigar los casos de violaciones del derecho sustantivo 

que debe ser amparado, protegido o garantizado.49 Así, en casos de ejecuciones 

extrajudiciales, desapariciones forzadas y otras graves violaciones a los derechos 

humanos, el Tribunal ha considerado que la realización de una investigación ex officio, 

sin dilación, seria, imparcial y efectiva, es un elemento fundamental y condicionante para 

la protección de ciertos derechos que se ven afectados o anulados por esas situaciones, 

como los derechos a la libertad personal, integridad personal y vida. Al respecto, en el 

capítulo correspondiente al análisis de los artículos 8 y 25 de la Convención Americana, 

el Tribunal procederá a analizar las actuaciones del Estado en relación con la 

investigación de los hechos del presente caso. 

116. Por último, la Corte recuerda que la desaparición forzada supone el desconocimiento 

del deber de organizar el aparato del Estado para garantizar los derechos reconocidos en 

la Convención, lo cual propicia las condiciones de impunidad para que este tipo de 

hechos vuelvan a repetirse;50 de ahí la importancia de que aquél adopte todas las 

medidas necesarias para evitar dichos hechos, investigue y, en su caso, sancione a los 

responsables.51   

117. Por todo lo anterior, la Corte concluye que, a partir del 9 de mayo de 1990, el Estado es 

responsable por la desaparición forzada del señor Heliodoro Portugal y, por tanto, de 

conformidad con las particularidades del presente caso, es responsable por la violación 

del derecho a la libertad personal reconocido en el artículo 7 de la Convención 

Americana, en relación con el artículo 1.1 de la misma, así como por la violación del 

artículo I de la Convención sobre Desaparición Forzada, en relación con el artículo II de 

dicho instrumento, a partir del 28 de febrero de 1996, fecha en que el Estado ratificó el 

mismo, en perjuicio del señor Heliodoro Portugal. 

...   

                                                 
49 Cfr. Caso de la Masacre de Pueblo Bello Vs. Colombia. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 31 de 

enero de 2006. Serie C No. 140, párr. 142; Caso Zambrano Vélez y otros, ..., párr. 88, y Caso La Cantuta, ..., 

párr. 110. 

50 Cfr. Caso Myrna Mack Chang, ..., párr. 156; Caso La Cantuta, ..., párr. 115, y Caso Goiburú y otros, ..., párr. 

89. 

51 Cfr. Caso Goiburú y otros, ..., párr. 89, y Caso La Cantuta, ..., párr. 115. 
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VII 

ARTÍCULO 13 (LIBERTAD DE PENSAMIENTO Y EXPRESIÓN)52
 DE LA CONVENCIÓN 

AMERICANA 

EN RELACIÓN CON EL ARTÍCULO 1.1 DE LA MISMA   

...   

VIII 

ARTÍCULOS 8.1 (GARANTÍAS JUDICIALES)53
 Y 25.1 (PROTECCIÓN JUDICIAL)54

 DE LA 

CONVENCIÓN AMERICANA, EN RELACIÓN CON EL ARTÍCULO 1.1 (OBLIGACIÓN DE 

RESPETAR LOS DERECHOS) DE LA MISMA 

123. La Comisión alegó que la actuación de las autoridades estatales, vista en su 

conjunto, ha propiciado la falta de investigación, persecución, captura, enjuiciamiento 

y condena de los responsables de la desaparición forzada de Heliodoro Portugal, lo 

que caracteriza una violación de los artículos 8 y 25 de la Convención Americana, en 

relación con el artículo 1.1 del mismo instrumento. Específicamente, la Comisión 

señaló que el Estado omitió llevar a cabo investigaciones y procedimientos internos lo 

suficientemente rigurosos, debido a que ignoró líneas de investigación y posibles 

partícipes referidos por múltiples testigos que declararon ante la Tercera Fiscalía y la 

Comisión de la Verdad de Panamá. La Comisión, por otra parte, argumentó que el 

proceso se demoró de manera excesiva en iniciar y que posteriormente la actuación 

                                                 
52 En lo pertinente esta norma el artículo 13 de la Convención establece que: 

Toda persona tiene derecho a la libertad de pensamiento y de expresión. Este derecho comprende la libertad 

de buscar, recibir y difundir informaciones e ideas de toda índole, sin consideración de fronteras, ya sea 

oralmente, por escrito o en forma impresa o artística, o por cualquier otro procedimiento de su elección. 

53
 El artículo 8.1 de la Convención establece que “[t]oda persona tiene derecho a ser oída, con las debidas 

garantías y dentro de un plazo razonable, por un juez o tribunal competente, independiente e imparcial, 

establecido con anterioridad por la ley, en la sustanciación de cualquier acusación penal formulada contra 

ella, o para la determinación de sus derechos y obligaciones de orden civil, laboral, fiscal o de cualquier otro 

carácter”. 

54
 El artículo 25.1 de la Convención señala que “[t]oda persona tiene derecho a un recurso sencillo y rápido o 

a cualquier otro recurso efectivo ante los jueces o tribunales competentes, que la ampare contra actos que 

violen sus derechos fundamentales reconocidos por la Constitución, la ley o la presente Convención, aun 

cuando tal violación sea cometida por personas que actúen en ejercicio de sus funciones oficiales”. 
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procesal fue suspendida y clausurada en varias oportunidades. Consecuentemente, la 

Comisión indicó que la falta de efectividad de los procesos se desprende del hecho de 

que éstos han excedido el plazo razonable para llevarlos a cabo, ya que hasta el 

momento ninguna persona ha sido sancionada y la investigación no ha concluido, lo 

cual ha generado, además, impunidad. Por último, la Comisión indicó que las 

autoridades competentes no iniciaron de oficio una investigación por tortura, después 

de que se encontró que los restos del señor Portugal presentaban lesiones 

compatibles con actos de tortura. De tal forma, la Comisión considera que el Estado 

no ha investigado, juzgado ni sancionado a los responsables de las presuntas torturas 

a las que fue sometido el señor Portugal, lo cual constituye, a su vez, una violación de 

los artículos 1, 6 y 8 de la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la 

Tortura. 

124. Los representantes coincidieron con la mayoría de los alegatos de la Comisión. 

Respecto a la investigación penal, agregaron que Panamá incumplió con su deber de 

investigar, ya que solicitó la prescripción de la acción penal y luego recomendó el 

sobreseimiento provisional de la causa, aun tratándose de graves violaciones de 

derechos humanos. Respecto al plazo razonable, los representantes indicaron que el 

proceso no es complejo, puesto que existen pruebas irrefutables sobre la existencia 

de un contexto de violencia política, la práctica de la desaparición forzada y la 

participación directa de agentes estatales. Además, las demoras no se han debido a 

una actitud obstructiva por parte de los familiares de la víctima; sino, por el contrario, 

fue la familia la que presentó la denuncia cuando políticamente fue posible, aportó 

declaraciones y señaló posibles testigos que podrían arrojar luz al ente investigador.   

125. El Estado señaló que de los hechos alegados no se desprende en forma alguna una 

violación a las garantías judiciales y la protección judicial. Por el contrario, los 

familiares no hicieron uso de la querella, que es el recurso disponible en el 

ordenamiento jurídico panameño para resguardar la garantía y protección judicial, y 

que permite que los familiares puedan intervenir directamente en el desarrollo de la 

actividad sumarial y la serie procesal relativa al hecho delictivo.   

126. De conformidad con lo expuesto, este Tribunal debe determinar si el Estado ha 

incurrido en violaciones a los derechos reconocidos en los artículos 8.1 y 25.1 de la 

Convención, en relación con el artículo 1.1 de ese tratado. Para tal efecto, la Corte ha 

establecido que “[e]l esclarecimiento de si el Estado ha violado o no sus obligaciones 
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internacionales por virtud de las actuaciones de sus órganos judiciales, puede 

conducir a que el Tribunal deba ocuparse de examinar los respectivos procesos 

internos”55. Por tal motivo, este Tribunal examinará las diligencias practicadas ante la 

jurisdicción penal, a la luz de los estándares establecidos en la Convención Americana, 

para determinar la existencia de violaciones de las garantías judiciales y del derecho a 

la protección judicial en el marco de las investigaciones para esclarecer los hechos del 

presente caso. Antes de proceder a analizar si el Estado ha cumplido con sus 

obligaciones convencionales, resulta pertinente describir los hechos sobre los cuales 

se basan los alegatos. 

a) Período de 1990 a 2000 

127. Como ya se indicó (supra párr. 94), el 10 de mayo de 1990 la señora Patria Portugal 

presentó una denuncia ante la Fiscalía Primera Superior del Primer Distrito Judicial de 

Panamá, señalando que el 14 de mayo de 1970 su padre había sido detenido y 

desaparecido, y que en aquel entonces no era posible presentar una denuncia ante el 

Ministerio Público en razón de la situación política que existía.56   

128. El Ministerio Público tomó las declaraciones de las siguientes señoras y señores: 

Graciela De León de Rodríguez, Patria Portugal, Antonia Portugal García, Norberto 

Antonio Navarro, Gustavo Antonio Pino Llerena, Pedro Antonio Velásquez Llerena y 

Marcos Tulio Pérez Herrera. El 15 de enero de 1991 la Fiscalía Tercera Superior del 

Primer Distrito Judicial (en adelante “Fiscalía Tercera”), a través del Fiscal Nelson 

Rovetto Madrid, solicitó al Segundo Tribunal Superior de Justicia del Primer Distrito 

Judicial (en adelante “Segundo Tribunal Superior”) que declarara la prescripción de la 

acción penal e informó que las investigaciones realizadas por su oficina no habían 

arrojado indicios para incriminar a persona alguna.57 El 13 de marzo de 1991 el 

Segundo Tribunal Superior decretó la ampliación del sumario58 y el 27 de mayo de 

1991 la Fiscalía Tercera solicitó al Segundo Tribunal Superior la expedición de un auto 

                                                 
55 Cfr. Caso de los “Niños de la Calle” (Villagrán Morales y otros) Vs. Guatemala. Fondo. Sentencia de 19 de 

noviembre de 1999. Serie C No. 63, párr. 222; Caso García Prieto y otros, ..., párr. 109, y Caso Ximenes Lopes 

Vs. Brasil. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 4 de julio de 2006. Serie C No. 149, párr. 174. 

56 ... 

57 ... 

58 ... 
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de sobreseimiento provisional e impersonal, puesto que las diligencias judiciales 

ordenadas mediante la ampliación del sumario habían sido cumplidas, sin que éstas 

arrojaran mayores luces en la investigación.59 Finalmente, el 8 de noviembre de 1991 

el Segundo Tribunal Superior sobreseyó provisionalmente de manera impersonal el 

sumario, ya que no se había establecido “enemistad en cuanto a ideas entre el señor 

Heliodoro Portugal y el gobierno de turno”.60 

129. A partir de entonces y durante 9 años, hasta el reconocimiento de los restos de 

Heliodoro Portugal en agosto de 2000, no hubo actividad procesal alguna en el caso.   

b) Período de 2000 al presente 

130. El 24 de agosto de 2000 Patria Portugal De León compareció ante la Fiscalía Tercera 

con el propósito de presentar las pruebas acerca de la identificación de los restos de 

su padre y solicitar la reapertura del caso y la investigación de “quienes fueron los 

culpables de este crimen”61. El 30 de agosto de 2000, en vista de que se habían 

presentado nuevos elementos de prueba de un hecho violento en donde falleció una 

persona, lo cual no se había investigado, el Ministerio Público, a través de la Fiscalía 

Tercera, solicitó al Segundo Tribunal Superior la reapertura del proceso62. El 11 de 

septiembre de 2000 dicho Tribunal decretó la reapertura del sumario en averiguación 

de la muerte del señor Heliodoro Portugal y dispuso que el mismo, junto con las 

nuevas pruebas, fueran remitidas a la Fiscalía Tercera.63 

131. Según lo señalado anteriormente (supra párr. 97), el 4 de septiembre de 2001 la 

Fiscalía Tercera hizo de conocimiento público, mediante comunicado de prensa, que a 

raíz de los resultados de la prueba realizada a iniciativa privada en el Laboratorio 

Reliagene Technologies, que indicaban que los restos encontrados en el Cuartel de 

“Los Pumas” de Tocumen pertenecían al señor Heliodoro Portugal, se había ordenado 

la realización de una prueba oficial de ADN, que realizó Fairfax Identity Laboratories 

(FIL), la cual indicó que los restos entregados a la familia Portugal no pertenecían al 

                                                 
59 ... 

60
 ... 

61 ... 

62 ... 

63 ... 
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señor Heliodoro Portugal64. Ante la contradicción entre el primer análisis realizado a 

iniciativa privada y el segundo realizado a iniciativa oficial, se buscó la opinión de una 

tercera experta en pruebas de ADN del laboratorio Mitotyping Technologies, la Dra. 

Terry Melton. Dicha antropóloga forense evaluó ambas pruebas y concluyó, mediante 

informe del 30 de octubre de 2001, que el primer examen realizado por AFDIL era “de 

buena calidad, y no mostró ninguna evidencia de mezclas”, mientras que en el 

segundo, practicado por FIL, existía evidencia de contaminación.65   

132. El 31 de octubre de 2002, una vez concluido el período para cumplir la investigación 

dispuesta por el Segundo Tribunal Superior al ordenar la reapertura del proceso 

(supra párr. 130), la Fiscalía Tercera solicitó lo siguiente: 1) el sobreseimiento 

definitivo del proceso penal en contra de dos agentes estatales, puesto que ambos 

habían fallecido; 2) el sobreseimiento definitivo de un agente estatal, por no 

encontrarse en el país para la fecha de los hechos materia del proceso; 3) el 

sobreseimiento provisional de seis militares, ya que a pesar de que el hecho punible 

había sido comprobado, los sindicados no se encontraban debidamente vinculados a 

la comisión del mismo, y 4) el llamamiento a juicio al director del cuartel de “Los 

Pumas” en Tocumen en la fecha en que estuvo detenido el señor Heliodoro Portugal y 

presuntamente enterrado66. Asimismo, el Ministerio Público recomendó declarar la 

imprescriptibilidad del caso, de conformidad con lo señalado en la Convención 

Interamericana Sobre Desaparición Forzada de Personas suscrita por el Estado en 

1996. 

133. El 13 de junio de 2003 el Segundo Tribunal Superior de Justicia resolvió sobreseer 

definitivamente el proceso en contra de nueve agentes estatales, incluyendo al 

director del cuartel de “Los Pumas” en Tocumen en la fecha en que estuvo detenido el 

señor Heliodoro Portugal, y declaró extinguida la acción penal incoada contra otro 

agente estatal debido a su fallecimiento67. Para lo anterior, el Segundo Tribunal 

Superior enmarcó los hechos denunciados en dos ilícitos penales, a saber, detención 

ilegal y homicidio calificado, y consecuentemente procuró determinar el momento a 

                                                 
64 ... 

65 ... 

66
 ... 

67 ... 
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partir del cual empezó a correr la prescripción de dichas acciones penales68. Para 

precisar dichos momentos el Segundo Tribunal Superior se remitió al informe de 

necropsia suscrito por el Dr. José Vicente Pachar el 24 de septiembre de 1999, en el 

que se consigna “[…] tiempo transcurrido desde la muerte: más de veinte años”69. En 

consecuencia, el Segundo Tribunal Superior consideró que las acciones penales 

derivadas de los delitos de “homicidio y contra la libertad individual […] coincidieron 

en cuanto su inicio en el momento en que se suscitó su muerte”, hace más de veinte 

años. Para el Segundo Tribunal Superior, era ésta la fecha en la que comenzó a correr 

el término de la prescripción de la acción penal70. Asimismo, dicho Tribunal consideró 

no aplicable la Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada de Personas 

en lo que respecta a la no prescripción de este tipo delictivo, ya que los hechos en 

mención se dieron previo a su suscripción por parte del Estado.71 

134. La Fiscalía Tercera presentó un recurso de apelación de la resolución anterior ante 

la Corte Suprema de Justicia, en el cual argumentó que un hecho ilícito únicamente 

puede prescribir a partir del conocimiento del mismo por parte del órgano 

jurisdiccional y no antes, afirmando que la causa penal en cuestión suponía “un delito 

consumado de efectos permanentes. Esto, porque si bien es cierto se materializó en 

un momento determinado, aún impreciso en el tiempo, sus efectos permanecieron 

hasta que se supo de la existencia de ese ilícito o, dicho en otra voz, hasta que el 

mismo fue conocido por el órgano jurisdiccional”.72 La Sala de lo Penal de la Corte 

Suprema de Justicia, el 2 de marzo de 2004 resolvió el recurso de apelación sometido 

a su consideración y revocó la Resolución de 13 de junio de 2003 (supra párr. 133), 

decretó una ampliación en el sumario, consistente en la evacuación de la declaración 

jurada de Manuel Antonio Noriega, y declaró no prescrita la acción penal73. En dicha 

Resolución, la Corte Suprema declaró que la prescripción de la acción penal no puede 

comenzar a correr antes de que los órganos jurisdiccionales conozcan del hecho 

                                                 
68 ... 

69 ... 

70 ... 

71 ... 

72
 ... 

73 ... 
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delictivo.74  Como fundamento de lo anterior, la Corte Suprema se basó en la 

Convención Interamericana Sobre Desaparición Forzada, cuyo artículo VII señala que 

la “acción penal derivada de la desaparición forzada de personas y la pena que se le 

imponga judicialmente al responsable de la misma no estarán sujetas a prescripción”. 

Asimismo, la Corte Suprema sostuvo que la imprescriptibilidad de la acción penal en 

casos de desapariciones forzadas se basa en   

la importancia y el derecho que le asiste a la sociedad [de] conocer qué sucedió con las 

personas que desaparecieron del entorno, como consecuencia de sus ideas políticas. Es así, 

que no puede en este aspecto, bajo ninguna circunstancia, operar principios penales como 

el principio de legalidad e irretroactividad de las leyes penales, toda vez que[,] tal como 

expuso en su momento el Tribunal de Nuremberg, “el tribunal no crea derecho, sino que 

aplica un derecho ya existente[…].
75 

135. Asimismo, como se señaló anteriormente, la Corte Suprema consideró que sería 

impertinente otorgar un sobreseimiento definitivo en este caso, que estuviera 

fundamentado en la prescripción de la acción penal, cuando “para la fecha de la 

desaparición forzada de Heliodoro Portugal imperaba un régimen que impedía el libre 

acceso a la justicia”.76 

136. A raíz de la ampliación del sumario ordenado por la Corte Suprema, la Fiscalía 

Tercera intentó recaudar la declaración jurada del General Manuel Antonio Noriega, 

pero éste se negó a rendirla.77 El 20 de mayo de 2004 dicha Fiscalía concluyó la 

instrucción y recomendó que se dictara sobreseimiento definitivo para tres agentes 

estatales; sobreseimiento provisional para seis agentes estatales, y llamamiento a 

juicio para el director del cuartel de “Los Pumas” en Tocumen en la fecha en que 

estuvo detenido el señor Heliodoro Portugal.78 Al respecto, el 17 de diciembre de 2004 

el Segundo Tribunal Superior resolvió lo siguiente: 1) abrir causa criminal contra el 

director del cuartel de “Los Pumas” en Tocumen en la fecha en que estuvo detenido el 

señor Heliodoro Portugal por el delito de homicidio, revocar las medidas cautelares 

                                                 
74 ... 

75 ... 

76 ... 

77 ... 

78 ... 
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impuestas a éste y ordenar su detención inmediata; 2) sobreseer definitivamente a 

dos agentes estatales en razón de haber fallecido; 3) sobreseer provisionalmente a 

siete agentes estatales, y 4) fijar una audiencia oral para el 7 de junio de 2006.79   

137. El 6 de julio de 2006 murió el director del cuartel de “Los Pumas” en Tocumen que 

había sido llamado a juicio, por lo que el proceso no llegó a concluir con una 

sentencia, sino con la declaratoria de extinción de la acción penal por causa de su 

muerte, con el consecuente archivo del expediente.80 

138. Posteriormente, el 6 de diciembre de 2006 la Fiscalía Tercera solicitó la reapertura 

del sumario instruido para investigar la “desaparición y muerte” del señor Heliodoro 

Portugal, en virtud de “nuevas pruebas” que se habían recabado mediante 

declaraciones de ex miembros del grupo de inteligencia de la antigua Guardia 

Nacional conocido como el G-2, las cuales indican la presunta participación de un 

miembro de dicha unidad en los hechos denunciados.81 El 30 de noviembre de 2007 el 

Segundo Tribunal Superior dispuso la reapertura del sumario, debido a que se tenía 

conocimiento cierto de la identidad de la persona señalada por la Fiscalía Tercera 

como posible autor material de la detención del señor Heliodoro Portugal, que había 

sido nombrado durante la primera fase de la investigación en una declaración tomada 

el 4 de abril de 2001.82 

* 

** 

139. Corresponde al Tribunal, con base en los hechos anteriormente descritos, proceder 

a analizar las posibles violaciones de los derechos reconocidos en los artículo 8.1 y 

25.1 de la Convención, en relación con el artículo 1.1 de dicho instrumento. 

140. Este Tribunal ha reconocido en casos anteriores que un principio básico del Derecho 

Internacional de los Derechos Humanos indica que todo Estado es internacionalmente 

responsable por actos u omisiones de cualesquiera de sus poderes u órganos que 

                                                 
79 ... 

80 ... 

81
 ... 

82 ... 
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vulneren derechos internacionalmente protegidos, según el artículo 1.1 de la 

Convención Americana.83 Además, los artículos 8 y 25 de la Convención concretan, con 

referencia a las actuaciones y omisiones de los órganos judiciales internos, los 

alcances del mencionado principio de generación de responsabilidad por los actos de 

cualquiera de los órganos del Estado.84 

141. Como consecuencia del deber general de garantía señalado en el artículo 1.1 de la 

Convención, surgen obligaciones que recaen sobre el Estado a fin de asegurar el libre 

y pleno ejercicio de los derechos reconocidos en la Convención a toda persona sujeta 

a su jurisdicción85. Este deber de garantía, al estar vinculado con derechos específicos, 

puede ser cumplido de diferentes maneras, dependiendo del derecho respecto del 

cual el Estado tenga la obligación de garantizar y de la situación particular del caso.86 

142. La obligación de investigar violaciones de derechos humanos se encuentra dentro 

de las medidas positivas que deben adoptar los Estados para garantizar los derechos 

reconocidos en la Convención. La Corte ha sostenido que, para cumplir con esta 

obligación de garantizar derechos, los Estados deben no sólo prevenir, sino también 

investigar las violaciones a los derechos humanos reconocidos en la Convención, 

como las alegadas en el presente caso, y procurar además, si es posible, el 

restablecimiento del derecho conculcado y, en su caso, la reparación de los daños 

producidos por las violaciones de los derechos humanos87. 

143. Cabe señalar que la obligación de investigar no sólo se desprende de las normas 

convencionales de Derecho Internacional imperativas para los Estados Parte, sino que 

                                                 
83 Cfr. Caso Velásquez Rodríguez, ..., párrs. 164, 169 y 170; Caso Yvon Neptune, ..., párr. 37, y Caso Albán 

Cornejo y otros, ..., párr. 60. 

84 Cfr. Caso de los “Niños de la Calle” (Villagrán Morales y otros), ..., párr. 97; Caso Albán Cornejo y otros, ..., 

párr. 60, y Caso García Prieto y otros, ..., párr. 97. 

85
 Cfr. Caso Velásquez Rodríguez, ..., párr. 91; Caso Yvon Neptune, ..., párr. 77, y Caso Albán Cornejo y 

otros, ..., párr. 60. 

86
 Cfr. Caso Vargas Areco, ..., párr. 73, y Caso García Prieto y otros, ..., párr. 99. 

87
 Cfr. Caso Velásquez Rodríguez, ..., párrs. 166 y 176; Caso García Prieto y otros, ..., párr. 99, y Caso 

Zambrano Vélez y otros, ..., párr. 88. 
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además se deriva de la legislación interna88 que haga referencia al deber de investigar 

de oficio ciertas conductas ilícitas y a las normas que permiten que las víctimas o sus 

familiares denuncien o presenten querellas, con la finalidad de participar 

procesalmente en la investigación penal con la pretensión de establecer la verdad de 

los hechos. En este sentido, es relevante indicar que en el Código Procesal Penal de 

Panamá vigente al momento de los hechos se establecía en los artículos 1975 y 1977, 

respectivamente, que “[e]l procedimiento en los procesos penales siempre será de 

oficio y los agentes del Ministerio Público serán los funcionarios de instrucción, salvo 

los casos en que la ley disponga otra cosa” y “[e]l ejercicio de la acción penal puede 

ser de oficio o por acusación legalmente promovida”. 

144. A la luz de ese deber, una vez que las autoridades estatales tengan conocimiento del 

hecho, deben iniciar ex oficio y sin dilación, una investigación seria, imparcial y 

efectiva89. La investigación debe ser realizada por todos los medios legales disponibles 

y orientada a la determinación de la verdad y a la persecución, captura, 

enjuiciamiento y eventual castigo de todos los responsables intelectuales y materiales 

de los hechos, especialmente cuando están o puedan estar involucrados agentes 

estatales90. Es pertinente destacar que el deber de investigar es una obligación de 

medios, y no de resultados. Sin embargo, debe ser asumida por el Estado como un 

deber jurídico propio y no como una simple formalidad condenada de antemano a ser 

infructuosa.91   

145. En el presente caso, el Estado ha argumentado que los familiares del señor 

Heliodoro Portugal no presentaron una querella o acusación particular para intervenir 

directamente en el desarrollo del proceso penal. Sin embargo, el Tribunal considera 

                                                 
88 Cfr. Caso García Prieto y otros, ..., párr. 104. 

89
 Cfr. Caso Juan Humberto Sánchez Vs. Honduras. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. 

Sentencia de 7 de junio de 2003. Serie C No. 99, párr. 112; Caso García Prieto y otros, ..., párr. 101, y Caso 

Cantoral Huamaní y García Santa Cruz, ..., párr. 130. 

90 Cfr. Caso de las Hermanas Serrano Cruz Vs. El Salvador. Interpretación de la Sentencia de Fondo, 

Reparaciones y Costas. Sentencia de 9 de septiembre de 2005. Serie C No. 131, párr. 170; Caso García Prieto 

y otros, ..., párr. 101, y Caso Zambrano Vélez y otros, ..., párr. 123. 

91
 Cfr. Caso Velásquez Rodríguez, ..., párr. 177; Caso García Prieto y otros, ..., párr. 100, y Caso Cantoral 

Huamaní y García Santa Cruz, ..., párr. 131. 
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pertinente reiterar que la investigación de violaciones de derechos humanos como las 

alegadas en el presente caso son perseguibles de oficio, según lo señala el propio 

Código Procesal Penal de Panamá (supra párr. 143), por lo que no puede considerarse 

como una mera gestión de intereses particulares, que dependa de la iniciativa 

procesal de las víctimas o de sus familiares o de la aportación privada de elementos 

probatorios.92 

146. Por otra parte, este Tribunal se ha referido al derecho que asiste a los familiares de 

las presuntas víctimas de conocer lo que sucedió y de saber quiénes fueron los 

responsables de los respectivos hechos93. Los familiares de las víctimas también 

tienen el derecho, y los Estados la obligación, a que lo sucedido a éstas sea 

efectivamente investigado por las autoridades del Estado; se siga un proceso contra 

los presuntos responsables de estos ilícitos; en su caso, se les impongan las sanciones 

pertinentes, y se reparen los daños y perjuicios que dichos familiares han sufrido.94 

147. A la luz de lo anterior, el Tribunal observa que han transcurrido 38 años desde la 

presunta desaparición del señor Heliodoro Portugal y 18 años a partir del 

reconocimiento de la competencia de este Tribunal sin que aún los familiares hayan 

podido conocer la verdad de lo sucedido ni saber quiénes fueron los responsables.   

148. La razonabilidad de dicho retraso se debe analizar de conformidad con el “plazo 

razonable” al que se refiere el artículo 8.1 de la Convención, el cual se debe apreciar 

en relación con la duración total del procedimiento que se desarrolla hasta que se 

dicta sentencia definitiva95. Asimismo, el Tribunal ha señalado que el derecho de 

acceso a la justicia implica que la solución de la controversia se produzca en tiempo 

                                                 

92
 Cfr. Caso Velásquez Rodríguez, ..., párr. 177; Caso Albán Cornejo y otros, ..., párr. 62, y Caso Zambrano 

Vélez y otros, ..., párr. 120. 

93
 Cfr. Caso Velásquez Rodríguez, ..., párr. 181; Caso García Prieto y otros, ..., párr. 102, y Caso Zambrano 

Vélez y otros, ..., párr. 1155. 

94 Cfr. Caso Bulacio Vs. Argentina. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 18 

de Septiembre de 2003. Serie C No. 100, párr. 114; Caso García Prieto y otros, ..., párr. 103, y Caso Zambrano 

Vélez y otros, ..., párr. 115. 

95 Cfr. Caso Suárez Rosero, ..., párr. 71; Caso Salvador Chiriboga, ..., párr. 56, y Caso López Álvarez Vs. 

Honduras. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 1 de febrero de 2006. Serie C No. 141, párr. 129. 
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razonable96, ya que una demora prolongada puede llegar a constituir, por sí misma, 

una violación de las garantías judiciales.97   

149. La Corte ha establecido que es preciso tomar en cuenta tres elementos para 

determinar la razonabilidad del plazo: a) la complejidad del asunto, b) la actividad 

procesal del interesado, y c) la conducta de las autoridades judiciales.98 

150. Al respecto, la Corte observa que si bien en el presente caso sólo se trataba de una 

presunta víctima, la investigación resultaba compleja por el tiempo transcurrido desde 

la última vez en que Heliodoro Portugal fuera visto con vida y, en consecuencia, por 

las dificultades para poder acceder a información que contribuya o facilite una 

investigación del caso. Sobre este punto, la Fiscalía Tercera Superior señaló como 

parte de su recurso de apelación (supra párr. 134) que los “victimarios, los autores 

materiales e intelectuales de este acto criminal, siempre han tenido el manifiesto 

interés de que no se descubriera el delito y menos su conducta punible, es decir, que 

su acción quedara impune, lo que se demuestra con el hecho de enterrar el cadáver y 

esparcirle cal con el objeto de lograr su rápida descomposición y total 

desintegración”. 99  Así, el paso del tiempo guarda una relación directamente 

proporcional con la limitación —y en algunos casos, la imposibilidad— para obtener 

las pruebas y/o testimonios que permitan esclarecer los hechos materia de 

investigación. A estos elementos habría que añadir las restricciones propias del 

período anterior a 1990, el cual la propia Corte Suprema de Justicia de Panamá 

caracterizó como un período en el que no se podía ejercer el derecho del acceso a la 

justicia (supra párr. 92).   

151. En cuanto a la actividad procesal de los familiares, resulta evidente que en ningún 

momento éstos han intentado obstruir el proceso judicial ni mucho menos dilatar 

                                                 
96 Cfr. Caso Suárez Rosero, ..., párr. 73; Caso Salvador Chiriboga, ..., párr.59, y Caso López Álvarez, ..., párr. 

128. 

97 Cfr. Caso Hilaire, Constantine y Benjamin y otros Vs. Trinidad y Tobago. Fondo, Reparaciones y Costas. 

Sentencia de 21 de junio de 2002. Serie C No. 94, párr. 145; Caso Salvador Chiriboga, ..., párr. 59, y Caso 

López Álvarez, ..., párr. 128. 

98
 Cfr. Caso Genie Lacayo Vs. Nicaragua. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia del 29 de enero de 1997. 

Serie C No. 30, párr. 77; Caso Salvador Chiriboga, ..., párr. 78; Caso Zambrano Vélez y otros, ..., párr. 102. 

99
 ... 
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cualquier decisión al respecto. Por el contrario, con excepción del referido período 

anterior al 1990, los familiares han presentado declaraciones y pruebas con el 

propósito de avanzar la investigación de los hechos (supra párrs. 127, 128 y 130). 

Incluso lograron obtener fondos particulares para cubrir los gastos relacionados con 

la identificación de los restos del señor Heliodoro Portugal mediante análisis de ADN 

(supra párr. 95). Por lo tanto, cualquier retraso en la investigación no ha sido 

responsabilidad de los familiares del señor Portugal. 

152. Por otro lado, la conducta de las autoridades judiciales no ha resultado conforme a 

criterios de razonabilidad. Desde que se presentó la denuncia en 1990, los familiares y 

amigos del señor Heliodoro Portugal aportaron elementos de prueba relativos a la 

posible participación de agentes del Estado en su detención. En este sentido, los 

familiares del señor Portugal declararon que aproximadamente un mes después de la 

desaparición “llegó un policía a la casa diciéndoles que la víctima les mandaba decir 

que no se preocuparan, que estaba en [el cuartel de] Tocumen y que iba a salir” 

(supra párr. 89). A pesar de lo anterior, año y medio luego de haberse presentado la 

denuncia, se declaró un sobreseimiento provisional sin haberse llevado a cabo 

investigaciones completas y efectivas acerca de la participación de agentes estatales 

en los hechos del caso. Asimismo, la falta total de actividad judicial durante los nueve 

años transcurridos desde el sobreseimiento provisional en el año 1991 y la reapertura 

del caso en el 2000, se debe exclusivamente a la omisión por parte de las autoridades 

judiciales de investigar efectivamente los hechos denunciados. 

153. Cabe señalar que el contexto político en el que se dieron los hechos apuntaba a la 

participación de miembros del grupo conocido como el G2. La Comisión de la Verdad 

de Panamá, por ejemplo, da cuenta en su informe de que en el mes de diciembre de 

1999, un testigo confió a un periodista haber permanecido encerrado con Heliodoro 

Portugal en una casa cuya dirección desconocía, pero que sospechaba como cercana a 

la “Casa de Miraflores”, presunto centro clandestino de interrogatorios y torturas 

durante los primeros años de la dictadura militar. El testigo relató que en la 

habitación contigua a aquella en que se encontraba detenido, tenían prisionero a un 

señor al que escuchó decir durante los interrogatorios que su nombre era Heliodoro 

Portugal, a quien interrogaban y torturaban preguntándole si conocía a Floyd Britton, 

dirigente de la oposición (supra párr. 87). Lo anterior indica que existían otras 

personas que también se encontraban presuntamente desaparecidas por acciones u 
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omisiones de agentes estatales, desde la misma época en que el señor Portugal fue 

detenido. En este sentido, según el Informe de la Comisión de la Verdad, durante la 

dictadura militar se llevaron a cabo al menos 40 desapariciones forzadas en Panamá 

(supra párr. 85). Dicho contexto no se tomó debidamente en cuenta por las 

autoridades judiciales con el propósito de determinar patrones y prácticas en común 

entre las diferentes posibles desapariciones o posibles responsables dentro de las 

fuerzas armadas. No fue sino hasta el 2000 que la Fiscalía llamó a declarar a 

miembros de las fuerzas de seguridad, a pesar de los indicios provistos por las 

declaraciones rendidas por los familiares y amigos del señor Portugal entre 1990 y 

1991 (supra párrs. 127 y 128).   

154. Además, el Estado tampoco ha logrado conseguir los documentos de las fuerzas 

armadas de Panamá que el gobierno de los Estados Unidos de América obtuvo luego 

de la invasión en 1989 y que pudieran brindar información acerca de lo ocurrido al 

señor Heliodoro Portugal. Sobre este último punto, esta Corte considera necesario 

resaltar que frente a contextos de presunta violación a los derechos humanos, los 

Estados deben colaborar entre sí en materia judicial, con el fin de que las investigaciones 

y procesos judiciales del caso puedan ser llevados a cabo de manera adecuada y 

expedita. 

155. Adicionalmente, resulta pertinente resaltar que si bien el 30 de noviembre de 2007 

el Segundo Tribunal Superior dispuso la reapertura del sumario atendiendo al hecho 

de que se conocía la identidad de un posible autor de la detención del señor 

Heliodoro Portugal, el nombre de dicha persona ya se conocía y formaba parte de las 

pruebas recabadas en el proceso penal a raíz de una declaración tomada el 4 de abril 

de 2001 (supra párr. 138). La Procuradora de la Nación que testificó ante este Tribunal 

calificó la falta de verificación de dicha información como una posible “omisión en el 

proceso”. Al haber enfocado todos sus esfuerzos en condenar al jefe del cuartel en 

donde se encontraron los restos del señor Heliodoro Portugal, por presumirse que 

hubiera tenido conocimiento de todo lo ocurrido en dicho lugar, el Estado omitió 

profundizar en otras líneas de investigación para buscar a todos los presuntos 

responsables, tanto materiales como intelectuales. El resultado ha sido que 18 años 

después de que la señora Patria Portugal presentó una denuncia ante el Poder Judicial, 
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aún continúa abierto el proceso penal100. 

156. De todo lo anterior se colige que el tiempo transcurrido sobrepasa excesivamente el 

plazo que pueda considerarse razonable para que el Estado finalice un proceso penal. 

Esta demora ha generado una evidente denegación de justicia y una violación al 

derecho de acceso a la justicia de los familiares del señor Portugal101, máxime 

tomando en cuenta que el caso recién se reabrió en el 2007 y que, por tanto, al 

tiempo transcurrido habrá que sumar el que tome la realización del proceso penal, 

con sus distintas etapas, hasta la sentencia en firme.   

157. Para la Corte la falta de respuesta estatal es un elemento determinante al valorar si 

se ha dado un incumplimiento del contenido de los artículos 8.1 y 25.1 de la 

Convención Americana, pues tiene relación directa con el principio de efectividad que 

debe tener el desarrollo de tales investigaciones102. En el presente caso el Estado, 

luego de recibir la denuncia presentada en 1990, debió realizar una investigación seria 

e imparcial, con el propósito de brindar en un plazo razonable una resolución que 

resolviera el fondo de las circunstancias que le fueron planteadas.   

158. Ante lo expuesto, el Tribunal señala que los procesos y procedimientos internos no 

han constituido recursos efectivos para garantizar el acceso a la justicia, la 

investigación y eventual sanción de los responsables y la reparación integral de las 

consecuencias de las violaciones. Con base en las precedentes consideraciones, la 

Corte concluye que el Estado violó los derechos previstos en los artículos 8.1 y 25.1 de 

la Convención Americana, en relación con los artículos 1.1 de la misma, en perjuicio 

de las señoras Graciela De León y Patria Portugal, así como del señor Franklin Portugal. 

159. Por otra parte, el Tribunal considera que la falta de investigación acerca de las 

presuntas torturas a las que fue sometido el señor Portugal se encuentra subsumida 

en la violación declarada en el párrafo anterior en relación con la falta de 

investigación de la desaparición forzada de Heliodoro Portugal, por lo cual no 

considera necesario realizar mayor análisis al respecto a la luz de los artículos 1, 6 y 8 

                                                 
100 .... 

101 Cfr. Caso Genie Lacayo, ..., párr. 80; Caso Salvador Chiriboga, ..., párr. 87, y Caso Zambrano Vélez y 

otros, ..., párr. 126. 

102 Cfr. Caso García Prieto y otros, ..., párr. 115. 
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de la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura. 

  

IX 

ARTÍCULO 5 (DERECHO A LA INTEGRIDAD PERSONAL)103
 DE LA CONVENCIÓN 

AMERICANA, EN RELACIÓN CON EL ARTÍCULO 1.1 (OBLIGACIÓN DE RESPETAR LOS 

DERECHOS) DE LA MISMA 

... 

X 

INCUMPLIMIENTO DE LOS ARTICULOS 2104
 DE LA CONVENCIÓN AMERICANA 

(DEBER DE ADOPTAR DISPOSICIONES DE DERECHO INTERNO), III DE LA CONVENCIÓN 

INTERAMERICANA SOBRE DESAPARICIÓN FORZADA DE PERSONAS Y 1, 6 Y 8 DE LA 

CONVENCIÓN INTERAMERICANA PARA PREVENIR Y SANCIONAR LA TORTURA 

... 

XI 

REPARACIONES 

(APLICACIÓN DEL ARTÍCULO 63.1 DE LA CONVENCIÓN AMERICANA)105 

                                                 
103 Este artículo dispone en lo pertinente que: 

Toda persona tiene derecho a que se respete su integridad física, psíquica y moral. 

Nadie debe ser sometido a torturas ni a penas o tratos crueles, inhumanos o degradantes. Toda persona 

privada de libertad será tratada con el respeto debido a la dignidad inherente al ser humano. 

104 En lo pertinente el artículo 2 de la Convención dispone que: 

Si el ejercicio de los derechos y libertades mencionados en el artículo 1 no estuviere ya garantizado por 

disposiciones legislativas o de otro carácter, los Estados Partes se comprometen a adoptar, con arreglo a sus 

procedimientos constitucionales y a las disposiciones de esta Convención, las medidas legislativas o de otro 

carácter que fueren necesarias para hacer efectivos tales derechos y libertades. 

105 El artículo 63.1 de la Convención dispone que: 

Cuando decida que hubo violación de un derecho o libertad protegidos en [la] Convención, la Corte 

dispondrá que se garantice al lesionado en el goce de su derecho o libertad conculcados. Dispondrá 

asimismo, si ello fuera procedente, que se reparen las consecuencias de la medida o situación que ha 

configurado la vulneración de esos derechos y el pago de una justa indemnización a la parte lesionada. 
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... 

C) Medidas de satisfacción y garantías de no repetición 

240. El Tribunal determinará las medidas de satisfacción que buscan reparar el daño 

inmaterial y que no tienen naturaleza pecuniaria, y dispondrá medidas de alcance o 

repercusión pública.106 

i) Obligación de investigar los hechos que generaron las violaciones  

del presente caso, identificar, juzgar y, en su caso,  

sancionar a los responsables 

241. Tanto la Comisión como los representantes solicitaron que el Estado lleve a cabo 

una “investigación completa, imparcial y efectiva, con el objeto de individualizar y 

sancionar a los autores intelectuales, materiales y demás partícipes” de lo ocurrido al 

señor Heliodoro Portugal o que “mediante su participación activa u omisiva hayan 

contribuido al encubrimiento e impunidad de los hechos a través de la obstaculización 

y demora de las investigaciones”. 

242. El Estado sostuvo, en relación a la investigación de los hechos, que la causa fue 

reabierta el 30 de noviembre de 2007. 

243. La Corte ha establecido en esta Sentencia que han transcurrido 18 años desde que 

el Estado reconoció la competencia del Tribunal y los procedimientos internos 

seguidos en el presente caso no han constituido recursos efectivos para garantizar un 

verdadero acceso a la justicia por parte de los familiares del señor Heliodoro Portugal, 

dentro de un plazo razonable, que abarque el esclarecimiento de los hechos, la 

investigación y, en su caso, la sanción de todos los responsables y la reparación de las 

violaciones (supra párrs. 147 a 158). 

244. El Tribunal reitera que el Estado está obligado a combatir esta situación de 

impunidad por todos los medios disponibles, ya que ésta propicia la repetición 

crónica de las violaciones de derechos humanos y la total indefensión de las víctimas 

                                                 
106 Cfr. Caso de los “Niños de la Calle” (Villagrán Morales y otros), ..., párr. 84; Caso Yvon Neptune, ..., párr. 

170, y Caso Kimel, ..., párr. 120. 
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y de sus familiares, quienes tienen derecho a conocer la verdad de los hechos.107 El 

reconocimiento y el ejercicio del derecho a la verdad en una situación concreta 

constituye un medio de reparación. Por tanto, en el presente caso, el derecho a la 

verdad da lugar a una justa expectativa de las víctimas, que el Estado debe 

satisfacer.108 

245. Teniendo en cuenta lo anterior, así como la jurisprudencia de este Tribunal,109 la 

Corte dispone que el Estado debe conducir eficazmente los procesos penales que se 

encuentran en trámite y los que se llegaren a abrir para determinar las 

correspondientes responsabilidades por los hechos de este caso y aplicar las 

consecuencias que la ley prevea. Asimismo, el Estado, a través de sus instituciones 

competentes, debe agotar las líneas de investigación respecto a lo ocurrido al señor 

Portugal, para establecer la verdad de los hechos. 

246. La Corte recuerda que en cumplimiento de su obligación de investigar y, en su caso, 

sancionar a los responsables de los hechos, el Estado debe remover todos los 

obstáculos, de facto y de jure, que impidan la debida investigación de los hechos, y 

utilizar todos los medios disponibles para hacer expedita dicha investigación y los 

procedimientos respectivos, a fin de evitar la repetición de hechos tan graves como 

los presentes. El Estado no podrá argüir ninguna ley ni disposición de derecho interno 

para eximirse de su obligación de investigar y, en su caso, sancionar penalmente a los 

responsables de los hechos cometidos en perjuicio del señor Heliodoro Portugal. 

247. Además, teniendo en cuenta la jurisprudencia de este Tribunal110, el Estado debe 

asegurar que los familiares del señor Portugal tengan pleno acceso y capacidad de 

                                                 

107
 Cfr. Caso Velásquez Rodríguez, ..., párr. 174; Caso Escué Zapata Vs. Colombia. Fondo, Reparaciones y 

Costas. Sentencia de 4 de julio de 2007. Serie C No. 165, párr. 165, y Caso de la Masacre de La Rochela, ..., 

párr. 289. 

108
 Cfr. Caso Velásquez Rodríguez, ..., párr. 181; Caso Zambrano Vélez y otros, ..., párr. 149, y Caso Escué 

Zapata, ..., párr. 165. 

109 Cfr. Caso Baldeón García Vs. Perú. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 6 de abril de 2006. Serie C 

No. 147, párr. 199; Caso Escué Zapata, ..., párr. 166, y Caso de la Masacre de La Rochela, ..., párr. 295. 

110 Cfr. Caso Juan Humberto Sánchez Vs. Honduras. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. 

Sentencia de 7 de junio de 2003. Serie C No. 99, párr. 186; Caso Zambrano Vélez y otros, ..., párr. 149, y Caso 

Escué Zapata, ..., párr. 166. 
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actuar en todas las etapas e instancias de dichas investigaciones y procesos, de 

acuerdo con la ley interna y las normas de la Convención Americana. El resultado del 

proceso deberá ser públicamente divulgado para que la sociedad panameña pueda 

conocer la determinación judicial de los hechos y sus responsables en el presente 

caso111. 

...   

D) COSTAS Y GASTOS 

...   

E) MODALIDAD DE CUMPLIMIENTO DE LOS PAGOS ORDENADOS 

... 

XII 

PUNTOS RESOLUTIVOS 

275. Por tanto, 

LA CORTE 

Por unanimidad, 

DECIDE: 

... 

2. Declarar parcialmente admisible y desestimar parcialmente la excepción preliminar de 

competencia ratione temporis interpuesta por el Estado, ... 

... 

DECLARA: 

4. El Estado violó el derecho a la libertad personal reconocido en el artículo 7 de la 

Convención Americana sobre Derechos Humanos, en relación con el artículo 1.1 de la 

misma, así como incumplió con sus obligaciones conforme al artículo I de la 

Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada de Personas, en relación con 

el artículo II de dicho instrumento, en perjuicio del señor Heliodoro Portugal, ... 

                                                 
111 Cfr. Caso Baldeón García, ..., párr. 199; Caso Escué Zapata, ..., párr. 166, y Caso de la Masacre de La 

Rochela, ..., párr. 295. 
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5. El Estado violó los derechos reconocidos en los artículos 8.1 y 25.1 de la Convención 

Americana sobre Derechos Humanos, en relación con el artículo 1.1 de la misma, en 

perjuicio de Graciela De León, Patria Portugal y Franklin Portugal, ... 

... 

Y DISPONE: 

9. Esta Sentencia constituye, per se, una forma de reparación. 

... 

12. El Estado debe investigar los hechos que generaron las violaciones del presente caso, 

e identificar, juzgar y, en su caso, sancionar a los responsables, en los términos de los 

párrafos 243 a 247 de la presente Sentencia. 

La sentencia completa puede verse en: 

http://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_186_esp.pdf 
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